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EL RECURSO DE REVISION Y LA ACCION EXTRAORDINARIA DE 
PROTECCION COMO MEDIOS DE IMPUGACION A LAS SENTENCIAS 
EJECUTORIADAS QUE ADOLECEN DE ERROR JURIDICO EN LA 
LEGISLACION ECUATORIANA. 
 
La presente investigación tiene por objeto determinar la responsabilidad del Estado por 
Error Judicial, a través de la historia, tanto en el derecho nacional como el derecho 
comparado, atendido que la justicia no es infalible y puede cometer errores que atenten 
contra la libertad de las personas, existiendo en el país importante jurisprudencia tanto de la 
Corte Nacional de Justicia como de la Corte Constitucional en lo que dice relación con el 
Recurso de Revisión y la Acción Extraordinaria de Protección, especialmente cuando en la 
sentencia modificada o revocada recupera la libertad la persona que fue injustamente 
privada de libertad generando responsabilidad para el Estado por ésa circunstancia, sin 
embargo, esta responsabilidad por error judicial ha ido evolucionando, en el sentido de 
comprometer cada vez más al Estado, yendo desde una irresponsabilidad del Estado, para 
pasar a una responsabilidad subjetiva, y, finalmente, a una responsabilidad objetiva que se 
contempla en la Constitución vigente. La responsabilidad civil del Estado por error judicial 
refuerza la garantía de los derechos individuales responsabilizando al Estado por un acto 
erróneo de la autoridad judicial. 
 
Palabras claves:  
 
RECURSO DE REVISIÓN 
ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN 
ERROR JUDICIAL 








REVISION APPEAL AND EXTRAORDINARY PROTECTION ACTION AS 
IMPUGNATION RESOURCES TO CONFIRMED JUDGMENTS WITH 
LEGAL ERRORS IN THE ECUADORIAN LEGISLATION 
 
The current research is intended to determine responsibility of the State for Judicial 
Error. Across time, regarding either national or compared right, it has been 
understood that justice is not infallible and errors can occur against freedom. In 
Ecuador there is a lot of jurisprudence in the National Justice Court and the 
Constitutional Court, related to Revision Resource and Protection Extraordinary 
Appeal, mostly when  in a revoked or modified judgment, the unfairly condemned 
person recovers his/her liberty, which generates a responsibility, and finally to an 
objective responsibility provided in the effective Constitution. State civil 
responsibility for judicial error strengthens the warranty granted to individual 






PROTECTION EXTRAORDINARY ACTION 
JUDICIAL ERROR 






De acuerdo al jurista brasileño Dr. Sergio Habib, en su obra “El juzgamiento de Jesús”, 
cuando expresa: “Para iniciar este estudio, recordemos el mayor error cometido por 
autoridades judiciales (romanas) en la historia de la humanidad, la acusación,  
juzgamiento y condena capital de Jesucristo, prisión ilegal, sin motivos, pruebas forjadas – 
ilícitas -, juez arbitrario y dependiente. El condenado se transformó en víctima y sus 
últimas palabras fueron «Padre, perdónalos porque no saben lo que hacen»”.1  
Pero, en esa época era imposible obtener una reparación del Estado por sus errores 
judiciales, ya que imperaba la injusticia impuesta por el invasor, como ocurrió en ésa época 
y lugar. 
Bajo el mismo parámetro de injusticia y arbitrariedades, no puede hablarse de “errores 
judiciales” en el período más sangriento de la humanidad, como lo fue la inquisición, en 
donde la Iglesia Católica, la cual, según el jurista nacional Dr. Víctor Vacca González: “la 
Santa Inquisición, de terrorífica y angustiosa remembranza, en principio, juzgaba los delitos 
de herejía, magia, sacrilegio, adulterio, etc., sin embargo, ulteriormente incorporó para el 
juzgamiento cualquier otro asunto que a su criterio atentara en contra de la seguridad 
institucional de la iglesia o que se opusiera a la fe religiosa”.2  
En consecuencia,   para  comenzar   a  referirse  a  los   errores   judiciales   y   su 
Indemnización  por  parte  del  Estado, pasaron siglos de arbitrariedades y una serie de 
                                                     
1
    HABIB, Sergio: (2008) El juzgamiento de Jesús. Revista Práctica Jurídica, Brasilia,  Año I, n.º 9 
– 31-12-02, ed. Consulex 
2
    VACCA G., Víctor: (2006) Teorías básicas sobre el Proceso Penal, Guayaquil. Ed. Prokhasa, 
pág. 135 
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teorías que van desde la irresponsabilidad del Estado hasta las referentes a la 
responsabilidad objetiva de éste. 
En nuestra Constitución, se consagra expresamente la responsabilidad extracontractual 
objetiva del Estado por Error Judicial, especialmente, en el inciso 4º del número 9 del Art. 
11, que dispone: “Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado 
reparará a la persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la 
responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o 
judiciales, se repetirá contra ellos”. 
Toda persona condenada o declarada culpable posee derecho al reexamen o revisión de lo 
juzgado, en nuestro país por la Corte Nacional de Justicia, mediante el Recurso de Revisión, 
o por la Corte Constitucional, mediante la Acción Extraordinaria de Protección, y en caso 
de modificación o revocación de la sentencia, nace para la persona injustamente condenada, 
el derecho a ser indemnizado por el Estado.  
 










1 EL ERROR JUDICIAL Y LA SENTENCIA 
CONDENATORIA 
1.1 Concepto 
Jorge Bustamante Alsina, define al Error Judicial, como: “(…) todo acto judicial ejecutado 
por el juez en el proceso, que resulta objetivamente contradictorio con los hechos de la 
causa o con el derecho y la equidad, desviando la solución del resultado justo al que 
naturalmente debió llegar. Es así que el «error judicial» es un verdadero acto ilícito o 
contrario a la ley, cometido por el juez, sea por acción u omisión en el curso del proceso 
sometido a su jurisdicción”.3 
El Error Judicial, de acuerdo a lo expuesto por el autor invocado, emana de una deficiente 
jurisdicción, que se refleja en una manifestación viciosa de la voluntad del Estado por 
intermedio de sus jueces, lo que en virtud de la ley debe repararse siguiendo el principio 
universal que todo quien causa daño, sin distinciones, debe responder por ello, más aún 
cuando en una sentencia condenatoria se priva de la libertad injustamente a una persona, en 
                                                     
3
  BUSTAMANTE, Jorge: (1996) Responsabilidad del Estado por error judicial. Buenos Aires, 
Editorial La Ley, pág. 314 
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un sistema penitenciario que deja mucho que desear, o lo peor, en el caso que se ejecute la 
pena capital y después del patíbulo se descubra que el Estado en la aplicación del  ius 
puniendi causó  la muerte de un inocente. 
En  concordancia  con  lo anterior,  el   jurista  mexicano  Dr.  Miguel  Alejandro López 
Olvera, en su obra “La responsabilidad patrimonial del Estado por Error Judicial”, expresa:  
“El Error Judicial se verifica cuando el juez o magistrado en el ejercicio de su 
actividad jurisdiccional, ha actuado de manera manifiestamente equivocada en 
la fijación de los hechos o en la interpretación o aplicación de la ley, 
ocasionando un daño efectivo, evaluable económicamente o individualizado 
con relación a una persona o un grupo de personas. De acuerdo a tales autores, 
son necesarios diversos elementos para integrar la figura del Error Judicial: 
1. Debe existir por parte del juzgador, la aplicación de un precepto legal 
inexistente, caduco o con una interpretación palmaria y bien expresiva 
en su sentido contrario o con decidida oposición a la legalidad. 
2. Existe error en el evento que el juez o magistrado efectúa una 
interpretación manifiestamente errónea de la norma legal. 
3. También se manifiesta un Error Judicial cuando en la fijación de los 
hechos se incluyen equivocaciones evidentes y palmarias. 
4. Por  último,  el Error Judicial se produce cuando se  desatienden  datos  
de  carácter indiscutible. 
Así, las causas más frecuentes que originan errores judiciales, serían entre 
otros, las siguientes: a) errónea apreciación de los hechos; b) equivocada 
identificación de circunstancias fácticas a la hipótesis normativa; c) 
utilización errónea de normas legales; d)  incompetencia  técnica;  e)  falta  
5 
de  experiencia;   f)  ausencia  de  prudencia;  g) precipitación; y h) 
deshonestidad”.4  
Evidentes son los errores enunciados en donde solo media negligencia o culpa, pero no 
dolo, ya que en el dolo no hay error, sino intención deliberada de causar daño a la persona 
que se la condena y se le priva injustamente de su libertad. 
Por  su parte el jurista español Dr. Mariano Espinosa de Rueda Jover,  en su artículo titulado  
“Resarcimiento  de  los  daños causados  por  las  actuaciones    judiciales”, entiende por 
Error Judicial: 
 "toda decisión o resolución dictada por los órganos de la Administración de 
Justicia, injusta o equivocada, pero, el yerro debe ser palmario, patente, 
manifiesto, indudable o incontestable, de un modo objetivo y no tan solo a ojos 
de quienes fueron parte o se sienten perjudicados; error que puede ser fáctico o 
jurídico, teniendo debidamente por probados determinados hechos, o des-
conociendo o ignorando los preceptos legales o las normas aplicables, o 
incurriendo en flagrante equivocación al aplicarlas o interpretarlas”. 5  
Igualmente, respecto del Error Judicial, el jurista español Dr. José Almagro Nosete, en su 
artículo  “La responsabilidad judicial”, señala que: 
“el concepto de "error" se mueve siempre en un campo que niega al dolo; es 
decir, el Error Judicial supone un resultado equivocado, no ajusta a la ley, bien 
                                                     
4
   LÓPEZ, Alejandro: (2008) La responsabilidad del Estado por error judicial. México, Instituto de 
investigaciones jurídicas UNAM  pág. 602 
5
   ESPINOSA DE RUEDA, Mariano: (1995) Resarcimiento de los daños causados por las 
actuaciones judiciales. Revista jurídica de la Región de Murcia  pág. 118 
6 
porque no se haya aplicado correctamente el Derecho bien porque se hayan 
establecido unos "hechos" que no corresponden con la verdad. En cambio, la 
actitud dolosa supone la intención de causar un daño antijurídico, lo que 
significa ánimo torcido pero no erróneo. En una zona intermedia, a estos 
efectos, se halla el concepto de culpa que excluye "querer" el resultado injusto, 
aunque si se hubieran adoptado las previsiones y cuidados exigibles éste no se 
hubiera producido; en todo caso si hubo representación del posible resultado 
dañoso, el agente confió en que no se produjera (culpa con representación), ya 
que si no le hubiera importado que dicho resultado se produjera se estaría en 
las fronteras del dolo (dolo eventual)".
6
 
Con claridad meridiana José Almagro Nosete, elimina el dolo del error judicial, porque en 
éste media la intención positiva de inferir daño mediante una sentencia condenatoria, 
señalando que con ello “hay un ánimo torcido, pero no erróneo”, circunscribiendo, en 
consecuencia, el error judicial a la culpa. 
Finalmente, los juristas españoles Dres. Jorge Malem Seña, Francisco Javier Ezquiaga 
Gamuzas y Perfecto Andrés Ibáñez, en su obra “El error judicial. La formación de los 
jueces”, definen al error judicial como: 
“(…) aquel cometido por un juez o tribunal ya sea que se deba a su propio 
dolo, a su culpa en alguna de sus variantes o a pesar de haber actuado con 
la diligencia debida. Ni siquiera es relevante que se haya causado daño a un 
ciudadano o que éste disponga de suficientes recursos procesales para intentar 
subsanarlo. Ni es imprescindible que el desajuste entre la solución ofrecida por 
el derecho y el caso resuelto por el juez sea palmario, manifiesto o grave. 
Estas pueden ser condiciones para ejercer la acción tendente a lograr la 
                                                     
6
    ALMAGRO, José: La responsabilidad judicial. (1984) Ed. El Almendro, Córdoba, España. pág. 
85 
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indemnización a cargo del Estado, pero no son definitorias, en este sentido 
amplio, de error judicial. Para que exista un error judicial basta con que haya 
una decisión que no se pueda subsumir en una de las decisiones correctas 
permitidas por el sistema jurídico en el momento de dictarla”.7     
Sin embargo, frente al error judicial, si se analizan las diversas teorías relacionadas con la 
responsabilidad del Estado y sus  agentes,  estas decisiones judiciales erróneas no siempre 
generaron la responsabilidad del Estado, como ocurrió con una de las primeras teorías 
conocida como la “Teoría del Mandato” que se sustentaba en que por estar el  Estado 
desprovisto de voluntad, la voluntad del agente  era considerada como la del propio Estado, 
recayendo siempre en el agente la responsabilidad, resultando difícil aplicar las relaciones 
de derecho público en un contrato, ya que si el Estado carecía de voluntad ¿cómo se 
determina que el agente había excedido sus atribuciones?. 
Otra  teoría  que  fracasó  fue  la  de  la  representación, al tratar al Estado  como un incapaz, 
al cual era imposible imputarle responsabilidad civil, ocurriendo, en consecuencia que solo 
los agentes “representantes” respondían por sus actos, lo que, igualmente, impedía una 
adecuada reparación a quienes se les había causado daño por error judicial emanado de una 
sentencia condenatoria.  
Frente  a  las  anteriores  teorías, que  tenían un fuerte predominio civilista, surge la teoría 
del órgano en la cual el Estado responde por sus actos, sin perjuicio de su derecho de 
repetición y, que se contiene en los incisos penúltimo y último del número 9º del Art. 11 de 
la Constitución de la República, disposición de la cual se desprende que el Estado es 
responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado, inadecuada 
administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por 
violaciones de los principios y reglas del debido proceso, añadiendo que el Estado reparará 
                                                     
7
   MALEM, Jorge; EZQUIAGA, Francisco; IBÁÑEZ, Perfecto: (2008) El error judicial. La 
formación de los jueces Madrid, Ed Gedisa. pág. 101 
8 
a una persona cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada una vez 
declarada la responsabilidad por tales actos de servidores, especialmente judiciales y 
repetirá contra ellos. 
Cabe distinguir, con los clásicos, el error excusable y el inexcusable; el primero es el 
inevitable pese a concurrir una diligencia normalmente exigible; el segundo es el evitable 
con un quehacer diligente; por eso se concluye que la culpa encajaría en el error. Pero pese 
a ello, el error judicial en el sentido usual, es el error involuntario no culpable, el error en 
que incurre el Juez por razón de su falibilidad humana, siendo accidental, aunque formando 
parte de la esencia del actuar jurisdiccional, pero sin ser "anormal"; por ello, la posibilidad 
de error sirve de fundamento al sistema de impugnaciones. 
Por  esta razón, una indemnización es lo mínimo que merece quien por precipitación o 
negligencia, por culpa o por dolo es privado injustamente de libertad, sin embargo, como se 
apreciará en el Ecuador se da la paradoja que en las escuálidas indemnizaciones que fija la 
ley, se incluye el daño moral. 
Debe destacarse que en el derecho comparado, las indemnizaciones por error judicial se 
concilian con la definición de indemnización, ya que por ella debe entenderse, según 
expresa el jurista nacional Dr. Aníbal Guzmán Lara, en su obra “Diccionario explicativo del 
Derecho del Trabajo en el Ecuador” : “El resarcimiento económico por el daño que ha 
sufrido una persona, en razón de que el que paga, le ha causado un daño voluntaria o 
involuntariamente, o ha dejado de hacer lo que la ley disponía efectuar o realizar”.8     
A vía de ejemplo, a fin de apreciar las indemnizaciones insignificantes e irrisorias existentes 
en nuestro ordenamiento jurídico, por error judicial, digno es señalar que el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos condenó a España por fijar como indemnización la suma de 
                                                     
8
  GUZMÁN, Aníbal: (1986) Diccionario explicativo del Derecho  del Trabajo en el Ecuador.  
Corporación Editora Nacional, Vol. 3   pág. 16 
9 
ciento cincuenta euros diarios por cada día de privación injusta de libertad, cosa impensable 
en nuestro ordenamiento jurídico. 
 
1.2 El Error Judicial y la Acción de Repetición 
El   jurista  nacional  Dr.  Lenin  Arroyo  Baltán,  en  su obra  “Victimología”, publicada  el   
año  2006, al referirse a la responsabilidad del Estado por error judicial, citando al jurista 
norteamericano Jeremías Bentham (1748 – 1832) sostiene que éste: 
“tuvo una visión anticipada de lo que debería ser la responsabilidad estatal por el 
hecho ejecutado por sus funcionarios judiciales y quizá, precisamente porque 
decepcionado de lo que consideró la irracionalidad de la legislación inglesa, decidió 
abandonar la abogacía Sin embargo, su pensamiento sobre la responsabilidad del 
Estado por los actos que él mismo traslada a «los errores involuntarios de los 
ministros de justicia». (…) cuando se refiere a la indemnización afirma que ésta 
«debe tomarse de la hacienda del que ha causado el daño; pero sí éste carece de 
bienes, ¿habrá que quedarse sin satisfacción el perjudicado?»”. 9      
Esta visión de Jeremías Bentham adquirió sustento real, cuando surge las teorías de la  
responsabilidad sin culpa, las teorías del riesgo y la teoría de la responsabilidad objetiva, las 
cuales surgieron para ofrecer una reparación al lesionado ante la dificultad de la prueba de la 
culpa, atendido que las primeras teorías se basaban en el principio procesal civil “actorit 
incumbit probatio”,  es decir, que al actor le correspondía la prueba. 
                                                     
9
  ARROYO, Lenin: (2006), Victimología, Manta, Arroyo Editores,  pág. 318 
10 
Pero el problema radica en que los errores cometidos por los funcionarios judiciales, 
especialmente las juezas y jueces generaban y generan aún, el derecho a reparación por 
parte del Estado, el cual de acuerdo al inciso final del número 9 del Art. 11 de la 
Constitución de la República, permiten al Estado repetir contra los funcionarios 
responsables.  
Respecto de lo anterior, al referirse al derecho de repetición el jurista brasileño Dr. José 
Cretella Junior, en su obra “El Estado y la obligación de indemnizar”, expresa:   
“El Derecho de repetición o derecho regresivo es el poder-deber que tiene  el  
Estado de exigir del funcionario público, causante del daño al particular, el reintegro 
de la cuantía que la Hacienda Pública tuvo  que adelantar a la víctima de la acción u 
omisión, decurrente del mal funcionamiento del servicio público, por dolo o culpa 
del agente. Con ello se concreta el derecho de repetición o regreso, por medio de la 
denominada acción de repetición, o sea, el derecho subjetivo público del Estado de 
exigir del funcionario público la devolución (solve et repete) de la cuantía que en 
forma adelantada el Estado pagó al particular, en los casos de responsabilidad 
civil, ocasionada por un acto dañino de un agente público, en las hipótesis de 
dolo o culpa, conforme disponen las disposiciones constitucionales y las leyes 
(…) pertinentes”.10  
La acción de repetición de la administración contra el responsable del error judicial y, 
obviamente causante del daño, especialmente mediante una sentencia condenatoria, está 
consagrada en el inciso final del número 9 del Art. 11 de la Constitución de la República, 
siendo requisito para esta clase de acción que el Estado haya sido condenado a indemnizar a 
la víctima por el daño sufrido, lo que se genera mediante la revocación o modificación de 
una sentencia condenatoria y, obviamente, que se compruebe responsabilidad de la jueza, 
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juez o jueces que dictaron la sentencia condenatoria que causaron daño a la persona 
injustamente privada de la libertad.  
En   concordancia  con  lo  anterior,  es  decir,  del  derecho  de  repetición,  el  jurista 
brasileño Dr. Celso Ribeiro Bastos, con meridiana claridad, en su obra “Curso de Derecho 
Administrativo” señala: 
“La víctima no puede accionar directamente contra los servidores públicos (…) 
en primer lugar porque la Constitución dice claramente que las personas 
accionables por la víctima son las de derecho público y las de derecho privado 
prestadoras de servicios públicos. El servidor sólo surge como responsable del 
resarcimiento a la administración en el caso que ésta hubiere indemnizado. No 
importa discutir aquí si sería más moralizador permitir una acción directa contra 
el funcionario. El hecho es que la ley mayor optó nítidamente por la solución 
contraria. Además, nunca se podría entender muy bien, cómo la víctima 
preferiría accionar contra una persona física, muy probablemente no 
detentora de un patrimonio suficiente para asumir los altos montos 
normalmente existentes en este tipo de responsabilidad, como ocurre 
con una persona jurídica de derecho público o un concesionario. Fuera 
de lo anterior se torna más fácil accionar ya que ello es independiente 
de la demostración de dolo o culpa”.11    
El Estado en el desempeño de su actividad jurisdiccional, aparte de sustituirse a las 
personas en la autotutela o la búsqueda de la justicia por mano propia, cuando ejerce su 
jurisdicción desarrolla un servicio público, lo que implica que por esta razón, el Estado es 
responsable de sus actos dañosos, como constitucionalmente se establece en el número 9 
del Art. 11 de la Constitución de la República y ello, porque todos los actos lesivos de la 
administración por una prestación deficiente de servicios implica responsabilidad de quien 
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comete el acto, pero que civilmente responsabiliza al Estado mismo, debido a la actividad 
de sus agentes, sin perjuicio que puede repetirse en contra de ellos. 
Referencia histórica 
Tal como se señaló anteriormente, por siglos imperó el principio que “el rey no comete 
errores”, recordando que en los tiempos pretéritos por estimarse que los monarcas tenían 
origen divino, no cometían errores, y el Estado objetivamente, no era responsable por las 
arbitrariedades judiciales, pero, respecto de los jueces, se les perseguía su responsabilidad 
personal, pagando, incluso, sus errores hasta con la pena de muerte.  
En efecto, en la primera fase del error judicial, según expresan los juristas brasileños Dres. 
Juliana Pantaleão y Marcelo Marcochi, en su obra “Indemnización: error judicial y prisión 
indebida”: 
“la premisa era de que el Estado era la expresión de la ley y del Derecho, razón por 
la cual no había cómo considerarlo como violador de una norma jurídica, no 
concibiéndose la existencia de derechos contra un Estado soberano. El principio de 
esta teoría era que los agentes del Estado, cuando faltaban al deber o violaban la ley, 
eran personalmente responsables por el daño, pero jamás el Estado. El particular 
afectado por este hecho, no quedaba totalmente desprotegido porque comprobada la 
culpa o dolo del agente, éste debía responder por el daño causado. Con el 
reconocimiento de los derechos de los individuos ante el Estado y, con la 
difusión de la idea de sumisión del Estado al Derecho, la teoría de la 
irresponsabilidad fue perdiendo eficacia (…)”. 12  
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Obviamente que al hacer referencia a la irresponsabilidad del monarca, se hace directa 
alusión a los denominados Estados absolutistas, en donde no había una división de poderes, 
detentándolos solamente el rey absoluto, de “origen divino” e intocable. 
Con posterioridad a la irresponsabilidad del Estado, y gracias a las ideas iluministas de la 
Revolución Francesa, irrumpieron las teorías civilistas que derivaron del Código de 
Napoleón de 1804, también conocido como Código de Napoleón, en donde surge la teoría 
de la responsabilidad subjetiva, en el cual a los actos estatales se los sub clasificaba en 
actos de imperio y actos de gestión, siendo sólo los últimos los que generaban 
responsabilidad civil de la administración si mediaba culpa, recayendo al final la 
responsabilidad civil en el funcionario inculpado. 
Finalmente, inspirada ya en el Derecho Público, nace la teoría de la responsabilidad 
objetiva del Estado en la cual éste responde por los daños causados a terceros 
independientemente de la culpa, bastando sólo comprobar el nexo causal entre el acto, en 
este caso, la sentencia condenatoria, y los resultados  independiente de la culpa del agente. 
 
1.3 Clases de Error Judicial 
El ya citado jurista español Dr. Mariano Espinosa de Rueda Jover,  en su artículo titulado  
“Resarcimiento  de  los  daños causados  por  las  actuaciones  judiciales”, al referirse a lo 
que no constituye un error judicial, expresa: 
“La Sentencia de 2-7-1992 (Sala 2ª del Tribunal Supremo, dictada en un 
recurso de revisión), ahonda más en la definición que antes se ha reseñado, 
configurando positiva y negativamente el concepto de error judicial que 
tratamos; en efecto, positivamente destaca, que es necesario que el Tribunal 
hubiese actuado abiertamente fuera de los cauces legales, partiendo de unos 
hechos distintos de los que constituyeron el objeto del debate, con el 
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consiguiente conocimiento equivocado, posiblemente por causas 
extraprocesales, como ya dijo la Sentencia de 14-4-1988, tratándose de 
equivocaciones manifiestas y palmarias en la fijación de hechos o en la 
aplicación de la ley, siempre en el ámbito de lo ilógico, de lo irracional, de lo 
arbitrario. 
Negativamente, señala todo cuanto ha de excluirse de su definición y contem-
plación: 
a) No ha de tratarse de posibles errores cometidos por los órganos jurisdiccio-
nales en el momento de la valoración de la prueba o cuando la 
interpretación de la norma jurídica y subsiguiente aplicación al caso 
concreto. 
b) No es una segunda o tercera instancia, menos aún un "claudicante" recurso 
de casación, que permita acoger criterios subjetivos y partidistas en orden a 
la función de los Jueces. 
c) No es el desacierto lo que se trata de corregir con la declaración de error 
judicial, sino la desatención del juzgador a datos de carácter indiscutible 
que no solo provocan una resolución espontánea y absurda, sino que 
además propician el desorden y rompen la armonía del orden jurídico”. 13  
En otras palabras, se reconoce la responsabilidad extracontractual del Estado,  pero en 
determinadas circunstancias, excluyendo especialmente el dolo, sin embargo, merece 
especial atención la forma como el Estado ecuatoriano indemniza cuando una sentencia 
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condenatoria es modificada o revocada mediante un recurso de revisión, pues el Código de 
Procedimiento Penal de nuestro país,   establece parámetros irrisorios para indemnizar a 
quienes privó de libertad producto de sus errores arbitrarios o negligentes, lo que es 
inconciliable con un Estado Constitucional de Derechos y Justicia, y específicamente a lo 
dispuesto en el art. 78 de la Constitución de la República.  
El error judicial se clasifica de la siguiente forma: 
a) Errores en la justificación interna de una decisión judicial 
b) Errores en el encabezamiento de una decisión 
c) Errores en el fundamento de hecho 
d) Errores en el fundamento de derecho 
e) Error en la construcción de las hipótesis fácticas y en la valoración de las pruebas 
f) Errores por ausencia de motivación 
Dentro de estos errores puede haber errores atribuibles y no atribuibles a la jueza o juez. 
a) Errores en la justificación interna de una decisión judicial 
El jurista italiano Dr. Paolo Comanducci, en su obra “Razonamiento Jurídico; elementos 
para un modelo”, al referirse a la justificación de una decisión judicial, expresa: “por 
“justificación” entiendo el procedimiento argumentativo que consiste en aducir razones (o 
aducir buenas razones o aducir razones persuasivas) en favor de uno de estos dos tipos de 
16 
conclusiones: que es verdadero, probable, verosímil y atendible un enunciado cognoscitivo; 
lo que es justo, bueno, correcto y válido un enunciado prescriptivo”.14 
 Un argumento está internamente justificado si entre las premisas y la conclusión existe un 
vínculo lógico correcto, entonces la conclusión se infiere lógicamente de las premisas, las 
cuales, si no están lógicamente organizadas jamás conducirán a  conclusión válida. 
Al respecto cabe destacar la sentencia 25/2012, de 27 de febrero de la Sala Segunda del 
Tribunal Constitucional de España, la cual, al referirse a la falta de justificación interna o 
vicios de incongruencia señala:  
“La congruencia viene referida desde un punto de vista procesal al deber de 
decidir por parte de los órganos judiciales resolviendo los litigios que a su 
consideración se sometan, a su potestad en definitiva, exigiendo que el órgano 
judicial ofrezca respuesta a las distintas pretensiones formuladas por las partes 
a lo largo del proceso, a todas ellas, pero sólo a ellas, evitando que se produzca 
un desajuste entre el fallo judicial y los términos en que las partes formularon 
sus pretensiones, concediendo más o menos o cosa distinta de lo pedido (…)  
hemos definido en una constante y consolidada jurisprudencia el vicio de 
incongruencia como aquel desajuste entre el fallo judicial y los términos en los 
que las partes han formulado su pretensión o pretensiones que constituyen el 
objeto del proceso en los escritos esenciales del mismo.  Al conceder más, 
menos o cosa distinta a lo pedido, el órgano judicial incurre en las formas de 
incongruencia conocidas como ultra petita, citra petita o extra petita partium 
(…) El juicio sobre la congruencia de la resolución judicial precisa de la 
confrontación entre su parte dispositiva y el objeto del proceso delimitado por 
sus elementos subjetivos —partes— y objetivos —causa de pedir y petitum. 
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Ciñéndonos a estos últimos, la adecuación debe extenderse tanto al resultado 
que el litigante pretende obtener como a los hechos que sustentan la pretensión 
y al fundamento jurídico que la nutre, sin que las resoluciones judiciales 
puedan modificar la causa pretendi, alterando de oficio la acción ejercitada, 
pues se habrían dictado sin oportunidad de debate, ni de defensa, sobre las 
nuevas posiciones en que el órgano judicial sitúa el thema decidendi (...)”.15  
De acuerdo a lo expuesto, la correlación  o congruencia tiene como objeto que la sentencia 
se ajuste expresa y estrictamente al pedido de la parte litigante, estándole vedado a la jueza, 
juez o jueces que pronuncien la sentencia conceder más (ultra petita), menos (citra petita) de 
lo solicitado por las partes. 
En materia procesal penal, pese a que el monopolio de la acción penal pública pertenece al 
Fiscal, de conformidad al Art. 32 del Código de Procedimiento Penal, puede acontecer en la 
causa un grave vicio de incongruencia cuando lo que se falla no tiene congruencia o 
concordancia con lo que consta en el expediente. 
b) Errores en el encabezamiento de una decisión judicial 
Los errores en el encabezamiento de una decisión judicial, pueden ocurrir sin intervención 
del juez, por un error de transcripción de la sentencia, siendo frecuente en materia judicial 
utilizar los formatos computacionales de otros fallos, pudiendo generarse una equivocación 
que no diga relación con las partes del juicio, lo que provoca un error de identificación de 
los jueces que intervinieron en la causa o de las partes mismas, lo que precisa de una 
aclaración solicitada por las partes, de lo contrario, el fallo será susceptible de nulidad.  
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c) Errores en el fundamento de hecho 
 El jurista colombiano Dr. Jairo Iván Peña Ayazo, en su obra “Prueba Judicial. Análisis y 
valoración” por hecho se entiende: 
“Todo lo que se sabe o supone que pertenece a la realidad. Comprende 
estados de cosas y cambios en estados de cosas; pueden distinguirse, así, dos 
tipos básicos de hechos: estados de cosas -situaciones- y cambios en estados 
de cosas, eventos, acontecimientos o acaecimientos-, que pueden ser sucesos y 
procesos”. 16 
Los errores en los fundamentos de hecho pueden ser de dos tipos. En el primero, los 
errores se producen cuando los enunciados fácticos formulados por el juez no se 
corresponden con la realidad. Son, en ese sentido, enunciados falsos. En el segundo, los 
errores se relacionan con la prueba, que se analizarán en otro punto de la clasificación. 
Siguiendo al Dr. José García Falconí, en su obra “Manual Teórico Práctico en materia de 
Casación Civil”,  estos errores consisten en: “1) que el yerro ha de consistir, en que el Juez 
o Tribunal hubiere supuesto prueba inexistente en los autos o ignorado la que sí existe en 
ello o adulterando la objetividad de esta agregándole algo que le es extraño o cercenando 
su real contenido; 2)  La conclusión de orden fáctico derivada del error debe ser contra 
evidente, esto es contrario a la realidad establecida por las pruebas existentes. Y, 3) Que 
este yerro de apreciación, conduzca al quebrantamiento de los preceptos que guían a la 
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sentencia”.17    
d) Errores en el fundamento de derecho 
Los juristas españoles Luis Diez Picaso y Antonio Gullón, en su obra “Sistema de Derecho 
Civil” sostienen que el error de derecho: 
“es la ignorancia o el conocimiento imperfecto de la ley vigente, el falso 
conocimiento de la norma o regla jurídica en cuanto a su contenido, existencia, 
interpretación o aplicación al caso concreto, cuando el sujeto ha decidido 
realizar el negocio como consecuencia de dicha ignorancia o falso 
conocimiento”.18 
Si bien el concepto anterior se refiere a un acto jurídico pone énfasis en el conocimiento 
imperfecto de la ley vigente, el falso conocimiento de la norma en cuanto a su contenido, 
existencia, interpretación o aplicación  al caso concreto. 
El Ministro de la Corte Constitucional de Colombia Dr. Carlos Gaviria, en sentencia Nº 
252/01 de Corte Constitucional, 28 de Febrero de 2001, al referirse al Error de Derecho, 
expuso: 
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 “Si se dicta una sentencia que adolece de vicios o errores de derecho se 
viola el debido proceso, pues tal circunstancia se traduce, directa o 
inmediatamente, en un agravio no sólo para la persona afectada, sino 
también para los demás sujetos procesales, y para la sociedad en general, 
pues el sentimiento de inconformidad no se circunscribe a quien 
directamente resulta damnificado, sino a la comunidad toda que, perdida la 
confianza en la protección real de los derechos, se sentirá expuesta a la 
arbitrariedad”.19 
Respecto del error de derecho en materia judicial, el jurista colombiano Dr. Germán Pabón 
Gómez, expresa: 
“Los vicios in iudicando surgen de violación directa a la ley sustancial 
derivados de falta de aplicación, aplicación indebida e interpretación errónea 
de la ley sustancial. (…) A) De la violación directa de la ley sustancial: 
Como el término lo expresa, en la violación directa de la ley sustancial, la 
censura casacional se ubica en exclusivas razones de derecho, en discusiones 
por errores incurridos en la sentencia en los sentidos de falta de aplicación, 
indebida aplicación o interpretación errónea: A. i) De la falta de aplicación: 
Se consolida en los eventos a saber: Cuando el juzgador deja de aplicar 
(inaplicación, que no ha de entenderse como denegación) la norma que en su 
estructura y descripción se adecúa a los contenidos materiales (objetivos y 
subjetivos) de la conducta objeto de juzgamiento (…) Las inaplicaciones 
pueden ser totales o parciales: La falta de aplicación total se evidencia 
cuando en los acápites de motivación de la sentencia, el juzgador no obstante 
aceptar y reconocer la existencia de la duda o una causal de ausencia de 
responsabilidad, en la parte resolutiva ignora el in dubio pro reo o la 
excluyente de responsabilidad y culmina con una decisión de condena. 
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Constituye falta de aplicación parcial, cuando el Tribunal no obstante 
reconocer en sus consideraciones la existencia de la atenuante de la ira, 
alguna diminuente específica de la punibilidad, o beneficios por 
colaboración especial etc., en la parte resolutiva inaplica las normativas 
reguladoras y por ende, omite dosificar las reducciones de pena que 
correspondan. En amplitud conceptual, la violación directa por falta de 
aplicación de un precepto sustancial llamado a regular el caso concreto, se 
consolida cuando el juzgador al paso que acepta y reconoce fáctica y 
jurídicamente la existencia de alguna categoría normativa que adjetiva la 
conducta juzgada, en la parte resolutiva de la sentencia ignora lo así 
reconocido y concluye con un fallo en sentido contrario (…):  (a).- Cuando 
el juzgador en la sentencia desconoce la norma que de manera inequívoca 
regula o recoge los hechos juzgados, porque yerra sobre la existencia o 
validez de la norma, porque de manera errada considera que nunca estuvo en 
vigencia o porque la asume como derogada o declarada inexequible. (…)  
(b).- Cuando el juzgador en la sentencia desconoce o ignora la norma 
sustancial que regula los hechos juzgados, en razón a que yerra sobre la 
aplicabilidad acerca de sus límites espaciales, temporales o de tránsito de 
leyes en el tiempo o porque de manera errada la considera no aplicable 
retroactivamente, o no aplicable ultra activamente. (c).- Cuando el juzgador 
ignora o, desconoce los ámbitos de la aplicabilidad sustancial referida a los 
delitos de ejecución instantánea, ejecución instantánea y efectos antijurídicos 
permanentes o de ejecución continuada o permanente (d).- Cuando el 
juzgador deja de aplicar en la sentencia la norma sustancial aplicable a lo 
fáctico objeto de juzgamiento, porque se equivoca, desconoce o ignora los 
ámbitos de aplicabilidad territorial o extraterritorial de las leyes aplicables a 
los nacionales o extranjeros. (e).- Cuando el juzgador en tratándose de dos 
normas, una general y otra especial que regulan el caso concreto, desconoce 
el rango y preferencia de la ley especial sobre la general o deja de aplicar la 
norma de mayor jerarquía.  A. ii.- De la indebida aplicación: La indebida 
aplicación de la ley sustancial es un error in iudicando, error de juicio y 
conceptualización que se consolida en una equívoca selección o adecuación 
de la normativa que se aplica, bajo el entendido que no regula, no se adecúa, 
ni corresponde a la conducta punible acaecida que es objeto de juzgamiento. 
Puede afirmarse que cuando se hace una indebida aplicación de la ley 
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sustancial, lo que se irrespeta es el derecho penal de acto en su singular 
fenomenología objetiva y subjetiva, en sus específicas circunstancias 
principales, accesorias, de modo, tiempo y lugar. (…) En estos errores, a la 
par de consolidarse un sentido de violación por indebida aplicación respecto 
de la norma que no subsume los hechos, se materializa un error in iudicando 
en sentido de falta de aplicación respecto de la categoría sustancial 
reconocida más no aplicada. Tratándose de la violación directa por indebida 
aplicación, en orden a los presupuestos de sustentación y propuesta de una 
proposición jurídica completa, no puede olvidarse que la indebida aplicación 
por lo general y de manera complementaria apareja una violación de la ley 
sustancial en sentido de falta de aplicación de la debida norma 
correspondiente a los hechos. A. iii) De la interpretación errónea.: La 
violación de la ley sustancial por interpretación errónea constituye un error 
de hermenéutica del juzgador acerca del significado y comprensión de la 
norma en cuanto a sus alcances. Este sentido de error in iudicando al decir 
de Carnelutti, “se verifica en todos aquellos casos en que el juez, aún 
reconociendo la existencia y la validez de la norma apropiada al caso, yerra 
al interpretarla (“falsa interpretación de ley”) Tal sentido se consolida 
cuando el juzgador al aplicar una norma sustancial debidamente 
seleccionada que debe aplicar por tener existencia, validez y vigencia, le 
atribuye efectos, alcances o consecuencias que no comporta en su estructura, 
los cuales “son contrarios o extraños a su contenido”.20 
Existe  uniformidad  en la doctrina para determinar que los errores in iudicando, son la 
indebida aplicación de la ley, la errónea interpretación o la falta de aplicación de la ley 
penal. 
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El jurista nacional Dr. José García Falconí, en su obra Manual Teórico Práctico en materia 
de recurso de casación civil (referente a la legislación ecuatoriana), de modo categórico 
señala en qué consiste la falta de aplicación, la aplicación indebida y la errónea 
interpretación, cuando indica:  
“PRIMERO.- QUE ES LA APLICACIÓN INDEBIDA: Esto es, cuando 
entendida rectamente la norma, se la aplica sin ser pertinente al asunto que es 
materia de la decisión, o sea esto sucede cuando entendida rectamente la 
norma en su alcance y significado, se hace actuar en un asunto que no le es 
propio por no corresponder su regulación, así aquí hay la creencia equivocada 
del juez de que el precepto si era aplicable, sin serlo. En este caso, como 
queda manifestado, el juez entiende bien la norma, pero la aplica a un 
supuesto fáctico diferente del hipotético contemplado en ella, esto es se hace 
obrar la norma aplicándola a una situación no prevista o regulada por ella; 
SEGUNDO.- FALTA DE APLICACIÓN: Sucede cuando no se hace obrar el 
precepto pertinente en el caso controvertido, debiendo haberse aplicado en el 
fallo. Aquí el juez o Tribunal deja de aplicar en el caso controvertido, normas 
sustanciales que ha debido aplicar y que de haberlo hecho habrían 
determinado que las decisiones adoptadas en la sentencia o auto fueren 
diferentes a las acogidas; así, el juez comete error en la inaplicación o falta de 
aplicación de normas aplicables, error que lo lleva por lo regula a aplicar otras 
que no lo son por no existir, o aplica normas existentes contrariando su texto 
al aplicarlos; TERCERO.- ERRÓNEA INTERPRETACIÓN: Esto sucede 
cuando se modifica su efecto jurídico, cuando siendo la correspondiente, se la 
entendió sin embargo equivocadamente y así se la aplicó, esto es aplicarlo al 
caso litigado por ser el pertinente, pero atribuyéndole un sentido o alcance que 
no le corresponde, por tal, el quebranto de una norma de derecho por in-
terpretación errónea excluye la falta de aplicación de la misma y excluye 
igualmente la aplicación indebida, porque en el caso del yerro hermenéutico, 
se aplica la disposición legal que corresponde pero con una inteligencia que 
no puede dárselo, en tanto que en la aplicación indebida se aplica el concepto 
que no corresponde al caso litigado. En esta Causal, quiere decir que el 
sentenciador de instancia, hizo actuar para la composición del litigio la norma 
que era la idónea para resolverlo, pero dándole un sentido o alcance de que 
24 
dicha norma carece en realidad. De todo lo dicho se concluye, que en la 
interpretación errónea, se aplica a la situación prevista por ella, pero se le 
atribuye un sentido o alcance que no le corresponde”.21  
e) Error en la construcción de las hipótesis fácticas y en la valoración de las 
pruebas 
El jurista español Dr. Manuel Miranda Estrampes, en su obra “El concepto de prueba ilícita 
y su tratamiento en el proceso penal”, al referirse a la valoración de las pruebas y, 
específicamente, a la prueba ilegal o irregular, que extiende sus alcances hacia los “actos de 
investigación” y los “actos probatorios propiamente dichos”, expresa que éstas son aquellas: 
“En cuya obtención se ha infringido la legalidad ordinaria y/o se ha practicado sin las 
formalidades legalmente establecidas para la obtención y práctica de la prueba, esto es, 
aquella cuyo desarrollo no se ajusta a las previsiones o al procedimiento previsto en la 
ley”.22 
En el caso de pruebas irregulares de las que emanó una sentencia por infringirse las normas 
relacionadas con aquellas, también se está frente a un error judicial. 
Al respecto, el procesalista chileno Dr.  Emilio Rioseco, expresa:  
“En la admisión de la prueba el juez puede incurrir en dos formas distintas de 
yerros. Puede admitir pruebas indebidas o puede inadmitir pruebas debidas. 
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  GARCÍA, José: (1993) Manual Teórico Práctico en materia de recurso de casación civil 
(referente a la legislación ecuatoriana), Quito, S/E, págs... 104 y 105. 
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    MIRANDA, Manuel: (1999), El concepto de prueba ilícita y su tratamiento en el proceso 
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En el derecho español hay dos tipos de admisión de pruebas indebidas: las 
pruebas ilícitas y las pruebas irregulares. Las primeras, conseguidas con 
violación de algún derecho fundamental, no deben admitirse y si por error se 
admitieran no deben producir nunca efecto probatorio alguno. Las pruebas 
irregulares en cambio se producen con violación de alguna regla procesal y no 
deben tener efectos probatorios excepto si han sido corroboradas por otra 
prueba independiente. 
En otros casos, el juez niega equivocadamente la admisión de pruebas 
admisibles. Los requisitos que ha de reunir un medio probatorio para ser 
considerado indebidamente inadmitido según la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo son los siguientes. El primero es que las partes hayan propuesto la 
prueba en tiempo y forma. El segundo es que la prueba sea pertinente y 
relevante. El tercero es que frente a la inadmisión de la prueba, la no 
suspensión del juicio para su práctica o la no realización de su práctica se 
haga constar la protesta. El cuarto es que la prueba no haya devenido 
imposible. 
La regla fundamental del derecho procesal es que los jueces al pronunciar las 
respectivas sentencias deben sujetarse a lo alegado y probado. En el caso sub 
júdice, el acta de finiquito era clara, y, además, a su reverso estaba hecha la 
reserva de acciones por parte del trabajador, quien, debido a diferencias de 
cálculo efectuó el pertinente reclamo”23 
Con lo expuesto, podemos afirmar conforme lo expresa la doctrina comparada respecto de 
la valoración de la prueba que “el juez no tiene iniciativa alguna en cuanto a los hechos del 
juicio, su decisión se basa exclusivamente en los que han acreditado las partes y sólo puede 
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   RIOSECO, Emilio: (1995, Tomo I) La prueba ante la jurisprudencia. Derecho Civil y Procesal 
Civil. Santiago. Editorial Jurídica de Chile, pág. 111 
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esclarecerlos, pero no puede sentar un hecho que las  partes no probaron y derivar de él 
efectos de derecho”. 
Debe destacarse que en materia de valoración de la prueba, según expresa el Dr. Luis 
Vinicio Cueva Coronel:  
“La valoración de la prueba constituye el requisito sine qua non de la sentencia 
o auto que pronuncia el juez para concluir el proceso; es la antesala del acto 
final potestativo del juzgador; por lo tanto, entre la valoración de la prueba y la 
resolución hay una relación de dependencia de la valoración hacia la resolución, 
por lo que este acto debe ser realizado con especial responsabilidad y con 
conocimientos tecno-jurídicos de muy elevados quilates…”.24 
f) Errores por ausencia de motivación 
La obligatoriedad de la motivación de la sentencia se encuentra contemplada en la letra l) 
del número 7 del Art. 76 de la actual Constitución de la República que,  expresamente,  
dispone: 
Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes 
garantías básicas: 
7.   El  derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
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 CUEVA CORONEL, Luis: (2006), Manual de Casación en Materia Civil, Teoría, Práctica y 
Jurisprudencia de triple reiteración. Quito, Ed. Luis Cueva Coronel,  pág. 52 
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l)  Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No 
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o 
principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 
considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán 
sancionados.    
Esta falta de motivación de la sentencia puede darse cuando existe una falta de coherencia 
entre el derecho y los hechos de la misma, que la transforma en una sentencia de contenido 
ininteligible y susceptible de recursos. Ocurre, igualmente, una falta de motivación cuando 
hay falsa o insuficiente motivación.  
La motivación contenida en una decisión judicial, concisa o no, debe presentar una 
adecuada justificación para permitir la demostración  de la justicia y la racionalidad de esa 
conclusión, porque la justificación representa la elección y el examen de las cuestiones de 
hecho y de derecho, y las pruebas pertinentes rendidas en autos, debiendo representar una 
decisión justificable que admita la pretensión de una de las partes que la ha justificado 
conforme a derecho. 
El jurista colombiano Dr. Germán Pabón Gómez, al referirse a la sentencia inmotivada 
expresa:   
“De acuerdo con el principio de motivación se comprende que frente a los 
juicios de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, en la formulación de 
acusación y sentencia no se pueden plasmar atribuciones genéricas, lacónicas o 
enunciativas carentes de fundamentos, ni motivaciones deficientes o 
incompletas, ambiguas, anfibológicas, contradictorias ni sofísticas o aparentes 
respecto de las imputaciones objetivas y subjetivas materia de juzgamiento. 
Conforme al postulado de imputación inequívoca, se exige que la conducta 
punible objeto de atribución debe estar especificada en forma puntual de 
manera que no se cumplirá con este requisito cuando se efectúa una calificación 
genérica del delito máxime en los eventos en los que dicho comportamiento 
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tenga variables de adecuación en tipos básicos, alternativos o especiales. Con lo 
anterior, significa que las calificaciones generales que se hacen de las conductas 
punibles no imprimen seguridad jurídica como extremo de congruencia, pues 
impiden determinar de cuál tipo penal en singular es del que se acusa al 
procesado y de cuál delito en especial es del que debe defenderse. En igual 
sentido constituye motivación anfibológica cuando en la formulación de la 
acusación y sentencia se incurre en indeterminación respecto de la imputación 
subjetiva puesto que el injusto penal no se agota sólo en los elementos típicos o 
antijurídicos objetivos sino que además, en aquel de manera insoslayable se 
integran los aspectos de la imputación subjetiva referidos a las formas de 
culpabilidad en sus expresiones de dolo, culpa o preterintención”.25 
De acuerdo a lo expuesto, en nuestro Estado Constitucional de Derechos y Justicia, rige el 
principio de juridicidad y tal principio significa, que la Función Judicial está sometida a las 
reglas de derechos, es decir, a un principio de legalidad genérica, recogido en la 
Constitución, como se desprende del inciso 1º del Art. 424 de la Constitución del 2008, que 
establece que: “Las normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad 
con las disposiciones constitucionales; en caso contrario, carecerán de eficacia jurídica”. 
 
1.4 El Error Judicial contenido en una Sentencia Condenatoria 
Toda persona condenada o declarada culpable por sentencia condenatoria tiene derecho a 
una revisión de lo juzgado por un tribunal superior, en este caso la Corte Nacional de 
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 PABÓN, Germán: (2013) Casación Penal. http://germanpabongomezyconsultores.com/ Word 
press/?p=66, pág. 16 
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Justicia, (Sala de lo Penal), en el caso del Recurso de Revisión; y, la Corte Constitucional, 
en el caso de la Acción Extraordinaria de Protección. 
Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada por error 
judicial, la persona que sufrió la pena deberá ser indemnizada por el Estado. 
A “contrario sensu”, si alguien es absuelto (confirmada su inocencia), no puede ser juzgado 
nuevamente por el mismo hecho, ya que el principio “non bis in idem”, prohíbe 
categóricamente el reexamen de la causa en cualquier instancia judicial, o para agravar la 
situación o la medida sancionatoria, percibiéndose la preeminencia de los derechos 
constitucionales frente al poder represivo del Estado como base del Estado Constitucional 
de Derechos y Justicia. 
 
1.5 El Error Judicial y su indemnización en el Derecho Comparado 
La  responsabilidad patrimonial del Estado, surge cuando sus agentes, en esa calidad, 
causan daños a los administrados, mediante las conductas lesivas que por actos u omisiones 
arbitrarias, y, específicamente, por una sentencia condenatoria, quedando el Poder Público 
obligado a reparar el daño. 
La responsabilidad del Estado, de acuerdo a lo expuesto anteriormente, es objetiva en la 
mayoría de los países del mundo, respondiendo el Estado por los hechos de sus agentes, sin 
que sea necesario probar la culpa o dolo de éstos por el daño causado, teniendo el Estado 
derecho de repetición en contra de los agentes, como se señaló anteriormente. 
Las indemnizaciones en el derecho comparado son de montos considerados al daño 
causado, pudiendo señalarse que en la Comunidad Económica Europea el monto por día de 
privación de libertad producto de una sentencia condenatoria, asciende a 250 euros, es decir, 
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USD. 304 (Trescientos cuatro dólares de los Estados Unidos de Norteamérica), llamándose 
la atención a España por el Tribunal Europeo de Derechos, atendido que las cortes 
españolas fijaron una indemnización de 120 euros por cada día de privación de libertad, 
según se expuso en el diario on line cibernoticiasexpress.   
 
1.6 El Error Judicial y su indemnización en el Derecho Nacional 
En lo relacionado con la indemnización por error judicial cometido en una sentencia 
condenatoria revocada o modificada por los medios de impugnación correspondiente, ésta 
se consagra en el inciso final del número 9 del Art. 11de la Constitución de la República  y, 
los Arts. 416 al 421 del Código de Procedimiento Penal. 
El Art. 416 del CPP, establece el monto irrisorio de la indemnización, indigno de un Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia: 
 El cuádruple de los ingresos percibidos según la declaración de impuesto a la renta 
correspondiente al año anterior al de privación de libertad.  
 En caso que no hubiere declarado impuesto a la renta, la indemnización debe ser 
igual al cuádruple de una remuneración básica unificada del trabajador en general 
calculada al momento de ingresar a prisión. 
El Art. 417 ibídem, establece como plazo fatal para reclamar, pese a que el reclamo debe 
hacerse conforme a una ley derogada que nunca contempló la forma de hacerlo, dentro de 
tres años desde que el fallo que revocó o modificó la sentencia condenatoria, quedó 
ejecutoriado. 
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El Art. 418 del Código de Procedimiento Penal, señala que el reclamo administrativo para la 
indemnización y rehabilitación será presentado en la forma prevista en la Ley Orgánica del 
Ministerio Público, ley derogada en la que no existió ningún artículo que regulara la forma 
de reclamarla ante dicho organismo, pese a enunciarse aún en el referido código, denotando 
una absoluta omisión del Estado en la regulación de este tipo de indemnización hoy a base 
de lo señalado en los artículos 15, 32 y 33 del Código Orgánico de la Función Judicial. 
Posteriormente, al revisar el Art. 419 del Código de Procedimiento Penal, éste dispone que 
el procesado absuelto o sobreseído debe ser indemnizado por los días de privación de 
libertad sufridos conforme lo previsto en los artículos anteriores, sin embargo los artículos 
anteriores se refieren a una ley derogada, como lo fue la del Ministerio Público que nunca 
estableció el procedimiento para solicitar una indemnización por error judicial cometido en 
una sentencia condenatoria revocada o modificada. 
Destaca en este cúmulo de normas defectuosas, el inciso 1º del Art. 63 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional que dispone que si en la sentencia se 
han violado derechos constitucionales del accionante y si declara la violación, la Corte 
Constitucional ordenará la reparación integral al afectado. 
En consecuencia, ¿cómo debe entenderse la reparación integral si una norma de 
Derecho Público fija los montos máximos en donde se presume de derecho que esta 
irrisoria indemnización incluye el daño moral? 
De acuerdo al Art. 84 de la Constitución de la República, la Asamblea Nacional y los demás 
órganos con potestad normativa “(…) tendrá la obligación de adecuar, formal y 
materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos en la 
Constitución”, en el sentido que la indemnización por error judicial, no se ha ajustado a los 
derechos constitucionales ni a las normas internacionales de derechos humanos.   
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1.7  El Recurso de Revisión contra la Sentencia Condenatoria 
1.7.1  Concepto de Recurso de Revisión 
Según lo señalado por el penalista argentino Dr. Rogelio Moreno Rodríguez, en su obra 
“Diccionario de Ciencias Penales” 
“Recurso de Revisión: Llamado también “acción de revisión”. En materia 
procesal penal es el recurso por antonomasia, puesto que mediante el mismo se 
procura rever una sentencia condenatoria ya pasada en autoridad de cosa 
juzgada, cualquiera sea el tiempo transcurrido, aun cuando ya se hubiese 
ejecutado o el condenado hubiese fallecido. Es el recurso que se da en casos 
extraordinarios y especialmente determinados por las leyes, para corregir un 
error judicial y reparar una injusticia notoria. Las causales por las que procede 
el recurso de revisión son fácticas y no jurídicas y se debe tratar de 
circunstancias externas al proceso ya concluido por condena firme, que no 
pudieron ser consideradas en ella por surgir o advertirse después de haber 
pasado en autoridad de cosa juzgada”.26  
El Recurso de Revisión, es un recurso extraordinario, procedente ante la Corte Nacional de 
Justicia (Sala de Penal); y que puede ser interpuesto en cualquier tiempo, después de 
ejecutoriada la sentencia condenatoria y que tiene por objeto reveer una sentencia firme en 
los casos expresamente contemplados en la ley. 
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pág. 346. 
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En concordancia con lo anterior, el procesalista colombiano Dr. Orlando Rodríguez, en su 
obra “Casación y Revisión Penal” expresa, respecto del recurso de revisión que: 
“El recurso de revisión es extraordinario, a través de él se realiza un juicio 
jurídico a un proceso judicial ya concluido mediante sentencia o providencia 
de preclusión de la investigación, que ha hecho tránsito a cosa juzgada, 
terminada o fallada de manera definitiva, con ella se remueven los efectos de la 
cosa juzgada de una sentencia o providencia de similares efectos, con debate 
probatorio previo, en nueva actuación procesal en que se cuestiona lo allí 
declarado, por no corresponder a la verdad real y ser un fallo, que degrada el 
valor constitucional de la justicia material”.27  
El Recurso de  Revisión, es una acción que procede en contra de una sentencia penal 
condenatoria y cuyo fin es revocar o modificar la cosa juzgada y establecer una nueva 
decisión sobre el caso, en base a las delimitadas causales existentes en el Código de 
Procedimiento Penal, existiendo en esta impugnación una prevalencia del principio 
de justicia de conformidad a la seguridad jurídica.   
De acuerdo a lo expuesto, el jurista argentino Dr. Julio Maier, en su obra “Derecho 
Procesal Penal”, expresamente señala, refiriéndose a la seguridad jurídica, que: 
 “La función de reconstruir la seguridad jurídica –confirmación de valores 
ético-sociales y de la confianza en las normas– que cumple la decisión 
definitiva, en algunos casos debe ceder en aras de valores superiores; por ello 
se permite la revisión del procedimiento cerrado por sentencia pasada en 
autoridad de cosa juzgada mediante el recurso de revisión a favor del 
condenado, en supuestos excepcionales en los cuales, en verdad, el 
mantenimiento de la decisión no contribuiría a esos objetivos. La finalidad de 
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  RODRÍGUEZ, Orlando: (2008) Casación y Revisión Penal. Bogotá, Nomos S.A., pág. 347. 
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este recurso es no someter a una persona inocente a una pena o medida de 
seguridad que no merece, o a un condenado a una pena o medida de seguridad 
mayor a la que merece”.28 
El objeto del recurso, conforme lo expuesto, es  reveer una sentencia firme, toda vez que si 
la Corte Nacional de Justicia estima procedente la revisión por haberse comprobado con 
arreglo a la ley, los hechos en que se funda, anulará en todo o en parte la sentencia 
impugnada, envolviendo en esta decisión la obligación de nuestra justicia con la verdad 
material de las decisiones judiciales, permitiendo a la Corte Nacional de Justicia reparar los 
errores cometidos por los juzgados, Tribunales de garantías Penales,  y Cortes Provinciales. 
El Art. 359 del Código de Procedimiento Penal, es una excepción a la norma general en 
nuestra legislación que propugna el respeto a la cosa juzgada y el cumplimiento de lo 
resuelto en sentencia firme, por ello, las disposiciones sobre el recurso de revisión de una 
sentencia que han adquirido este carácter constituyen reglas de excepción, que tienen 
aplicación limitada a los casos taxativamente señalados en el Art. 360 del mismo cuerpo 
legal. 
Art. 360.- Causas.- Habrá lugar al recurso de revisión para ante la Corte Suprema de 
Justicia, en los siguientes casos: 
1.  Si se comprueba la existencia de la persona que se creía muerta; 
2. Si existen, simultáneamente, dos sentencias condenatorias sobre un 
mismo delito contra diversas personas, sentencias que, por ser 
contradictorias revelen que una de ellas está errada; 
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del Puerto, pág. 92 
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3. Si la sentencia se ha dictado en virtud de documentos o testigos falsos 
o de informes periciales maliciosos o errados; 
4. Cuando se demostrare que el sentenciado no es responsable del delito 
por el que se lo condenó; 
5.  Cuando se haya promulgado una ley posterior más benigna; y, 
6. Cuando no se hubiere comprobado conforme a derecho, la existencia 
del delito a que se refiere la sentencia. 
Excepto el último caso, la revisión sólo podrá declararse en virtud de 
nuevas pruebas que demuestren el error de hecho de la sentencia 
impugnada”.29 
 
1.8 Análisis de las Causales 
1. Si se comprueba la existencia de la persona que se creía muerta (Causal 1ª)  
En este caso, la simple existencia de alguien a quien se supuso muerta, deja sin efecto el 
hecho que sirvió de base para condenar a quien recurrió, en circunstancias que, 
posteriormente, mediante un hecho notorio se determinó que el supuesto occiso estaba vivo, 
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Publicaciones, págs. 183 y 184 
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lo que obviamente, implica que no existió delito alguno que atentara contra la vida de una 
persona que la justicia supuso se le había causado la muerte.   
Esta causal es universal, destacando en la legislación comparada, por ejemplo el literal b) 
del Art. 473 del Código Procesal Penal de Chile, instaurado con la reforma procesal penal 
llevada a efecto en dicho país, que dispone que la Corte Suprema podrá reveer 
extraordinariamente las sentencias firmes en que se hubiere condenado a alguien por un 
crimen o simple delito, para anularla en caso que una persona “estuviere sufriendo condena 
como autor, cómplice o encubridor del homicidio de una persona cuya existencia se 
comprobare después de la condena”.30 
 La redacción de la disposición comparada, es bastante mejor redactada que la nuestra, lo 
que igualmente se observa en otros Códigos de Procedimiento Penal, ya que expresamente 
se habla de la comprobación de la existencia de alguien cuya existencia se comprobare 
después de la condena,  lo que es muy diferente a sostener que se “comprueba la existencia 
de alguien que se creía muerto”. 
 
2. Si existen, simultáneamente, dos sentencias condenatorias sobre un mismo delito 
contra diversas personas, sentencias que, por ser contradictorias revelen que 
una de ellas está errada (Causal 2ª)  
En este caso existen dos sentencias contradictorias en la cual están sufriendo condena dos o 
más personas por un mismo delito, que no pudo ser cometido sólo por una, de lo que se 
deduce que una de ellas no se ajusta a derecho. 
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Según jurisprudencia de la Corte Suprema de la República de Chile: 
“Para que proceda un recurso de revisión fundado en que por sentencias 
contradictorias están sufriendo condenas dos o más personas por un mismo 
delito, que no haya podido ser cometido más que por una sola, es necesario que 
se hayan instruido diversos procedimientos para investigar ese mismo delito”.31 
En el caso de esta causal, es imposible que dos personas hayan cometido un mismo delito 
que no pudo se cometido más que por una, y será la prueba de los hechos la que determinará 
la inocencia de una de ellas. 
 
 3.    Si la sentencia se ha dictado en virtud de documentos o testigos falsos o de 
informes periciales maliciosos o errados (Causal 3ª)  
La doctrina comparada se refiere a esta causal, como ocurre con el jurista argentino Dr. 
Lino Palacio cuando expresa: 
 “el hecho de que la sentencia impugnada se hubiera fundado en prueba 
documental o testifical cuya falsedad se hubiese declarado en fallo posterior 
irrevocable. El fallo posterior puede haber recaído en un proceso penal o civil, 
con independencia de que su contenido sea condenatorio o absolutorio. Basta 
que la declaración de falsedad sea explícita y que, además, la prueba 
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   CORTE SUPREMA DE LA REPÚBLICA DE CHILE. (1989)  Repertorio de Legislación y 
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documental o testifical hayan sido decisivas para incidir en el fallo 
condenatorio que se cuestiona”.32 
En este caso se determina la falsedad probatoria y, en consecuencia, el sustento de la 
sentencia que injustamente condenó a quien recurrió de revisión por estas 
circunstancias, siendo las nuevas probanzas las que desvirtúan la sentencia anterior. 
 
4.-   Cuando se demostrare que el sentenciado no es responsable del delito por el que se 
lo condenó (Causal 4ª) 
El propio sentenciado, de acuerdo a nuevas pruebas que demuestran que el hecho ilícito no 
existió.  
La jurista costarricense Dra. Karla María Barrantes Arroyo, al referirse a esta causal en su 
artículo denominado  “Procedimiento de Revisión por Hechos o Nuevos Elementos de 
Prueba”, señala:  
 “El recurso de revisión por “hechos nuevos” o “nuevos elementos de prueba”, 
se encuentra destinado a confrontar los elementos probatorios tenidos en 
cuenta en sentencia, con la prueba no valorada en este momento, por 
desconocimiento de la misma o por algún otro motivo de imposibilidad previa 
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  PALACIO, Lino: (1989) Los recursos en el proceso penal. Buenos Aires, Aeledo Perrot, pág. 206 
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y absoluta, infiriendo finalmente si subsisten razones de peso para mantener 
vigente la condenatoria impuesta o no”. 33 
En virtud de los hechos o nuevos elementos de prueba se determina que el recurrente no es 
responsable del delito por el que se le condenó, lo que se resuelve en la nueva sentencia 
originada por el recurso de revisión.  
 
5. Cuando se haya promulgado una ley posterior más benigna (Causal 5ª) 
El  penalista  argentino Dr. Ricardo Núñez, en su obra “Manual de Derecho Penal, parte 
general, expresa:   
 “En tanto que el principio de la ley más severa se limita a impedir que el 
imputado sea juzgado por una más gravosa posterior a su delito; el principio de 
la ley más benigna favorece a los imputados y condenados con la ley que más 
los beneficia, cualquiera sea su orden temporal. El principio de la ley penal 
más favorable no funciona sólo como un medio para resolver si una persona es 
o no delincuente y si debe o no ser castigada y, en su caso, de qué modo y 
medida. Es, por el contrario, un principio cuya función es la de indicar, sea 
para un objetivo de derecho material, sea para una finalidad de derecho 
procesal, el estatuto que respecto de una cuestión penal rige siempre para 
resolver esa cuestión, desde el momento de la comisión del delito hasta que se 
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  BARRANTES, Karla: (2010)  Procedimiento de Revisión por Hechos o Nuevos Elementos de 
Prueba. San José. Ministerio Público de Costa Rica, pág. 23 
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extinga la condena dictada contra el responsable, mientras en ese lapso, el 
legislador no sancione una que lo beneficia en mayor medida”.34 
Por ley más benigna, se ha identificado a aquella que para el caso concreto permite el 
enjuiciamiento más benigno, que suprime totalmente la punibilidad,  sanciona el hecho sólo 
como contravención o contiene penas menos severas, en términos generales. 
 
6.  Cuando no se hubiere comprobado conforme a derecho, la existencia del delito 
a que se refiere la sentencia (Causal 6ª) 
Según el jurista nacional Dr. José García Falconí, en su obra “La etapa del juicio: la 
audiencia de debate, la prueba y la sentencia en el nuevo Código de Procedimiento Penal”: 
“Cuando los hechos no  aparecen suficientemente probados y/o hay duda sobre 
ellos, los Tribunales Penales deben decidirse por la absolución al acusado. 
Tampoco debe ser condenado alguno por sospechas. Trajano dijo a Asídico 
Severo «porque es mejor dejar sin castigo el delito del culpable, que condenar 
a un inocente». De tal modo que si dentro del proceso penal en la Etapa del 
Juicio no existe la prueba absoluta de que el procesado es autor o partícipe de 
un delito, repito, no puede ser condenado, este debe ser absuelto…”.35 
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Editorial Lerner págs. 91 y 92 
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  GARCÍA FALCONÍ, José: (2002) La etapa del juicio: la audiencia de debate, la prueba y la 
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En el caso de la sentencia de revisión, ésta deja sin efecto la errónea decisión anterior 
atendido que no se comprobó la existencia del delito por el que se condenó al recurrente. 
 
1.8.1     Características del Recurso de Revisión 
Este recurso tiene las siguientes características: 
Es un Recurso Extraordinario 
El jurista costarricense Dr. Roberto Quirós Coronado, al referirse al carácter extraordinario 
del recurso de revisión, expresa: 
 
“Los recursos extraordinarios son los que solo pueden tener lugar, motivos 
tasados por ley y perfectamente precisados. En términos tales que cuando no se 
dan esos motivos, no es posible establecer esos recursos. El recurso de revisión 
siempre ha sido extraordinario tanto en lo judicial como en lo administrativo 
porque solo cabe, como el de casación, por motivos taxativamente fijados por 
ley. Fuera de los casos previstos no hay posibilidad de recurso de revisión aun 
cuando pueda haber la conciencia clara de que ha habido una infracción grave. 
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Si no encaja dentro de las hipótesis previstas no hay posibilidad de recurso de 
revisión”. 36 
Conforme expresa el autor costarricense, el carácter extraordinario del recurso radica en que 
la irregularidad debe estar contemplada en las causales del Art. 360 del Código de 
Procedimiento Penal, de lo contrario no puede ser admitido a tramitación. 
Los motivos por los cuales procede el recurso de revisión son taxativos, lo que importa que 
no puede hacerse extensivo a otros casos que aquellos, que están expresamente 
determinados por la ley.  
Se interpone para ante la Corte Nacional de Justicia 
El Art. 360 del Código de Procedimiento Penal, junto con enumerar las causales del recurso 
de revisión, expresamente dispone que “se interpone para ante la Corte Nacional de 
Justicia”. 
Procede contra una Sentencia que tiene la Autoridad de Cosa Juzgada 
Lo que se persigue con la cosa juzgada es la seguridad y certeza jurídicas, ya que sería 
contrario a derecho, discutir eternamente acerca de las pretensiones, si ha mediado una 
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  QUIRÓS, Roberto: (1996), La Ley General de la Administración Pública, concordada y anotada 
con el debate legislativo y la jurisprudencia constitucional, San José de costa Rica, Aselex, 
pág.407. 
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sentencia al respecto, de lo contrario existiría una incertidumbre que no caracteriza a la 
justicia. 
El procesalista brasileño Antonio Gidi, al referirse al fundamento jurídico de la cosa 
juzgada menciona que:  
"La cosa juzgada, como instituto jurídico, es también, en su última fase, una 
creación del hombre para facilitar y ordenar la vida en sociedad. Exactamente 
por eso, así como la dogmática jurídica, a la cual pertenece, debe ser 
entendida como un medio para la obtención de fines, y no como un fin en sí 
misma”. 37 
Sin embargo, en materia de recurso de revisión, son tan graves los errores que contiene la 
sentencia, que se revoca o modifica por tales circunstancias, lo que ha llevado a la doctrina 
a fundamentar cómo y cuándo, el recurso de revisión afecta a la cosa juzgada. 
 El jurista alemán Dr. Claus Roxin, al referirse a la cosa juzgada en su obra “Derecho 
Procesal Penal”, expresa: 
 “Siendo por tanto la revisión un procedimiento que sirve para la eliminación 
de errores judiciales frente a sentencias basadas en autoridad de cosa juzgada 
(…) su idea rectora reside en la renuncia a la cosa juzgada, cuando hechos 
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  GIDI, Antonio: (1995) Cosa juzgada y litispendencia en acciones colectivas. Sao Paulo, Saraiva, 
pág. 5. 
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conocidos posteriormente muestren que la sentencia es manifiestamente 
incorrecta de manera insoportable a la idea de justicia”.38 
 Se puede declarar sólo en el caso de nuevas pruebas 
De conformidad a las causales 1 al 5 del Art. 360 del Código de Procedimiento Penal, 
todas estas proceden en virtud de la existencia de nuevas pruebas que desvirtúan los 
fundamentos de la sentencia impugnada. 
En el caso del numeral 6 del Art. 360 del Código de Procedimiento Penal, 
también el recurso de revisión procede por Error de Derecho. 
En  efecto, la causal 6ª expresamente señala que procederá cuando no se hubiere 
comprobado conforme a derecho la existencia del delito a que se refiere la sentencia. 
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 ROXIN, Claus (2008)   Derecho Procesal Penal. Buenos Ares, Ediciones del Puerto, Tomo II,  
pág. 220. 
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1.8.2 El Recurso de Revisión en el Derecho Comparado 
En el derecho comparado las causales son similares a las existentes en nuestro 
ordenamiento procesal penal, como ocurre con los siguientes códigos: 
 Código Procesal Penal de Chile 
El Art. 473 del Código Procesal Penal de Chile, dispone: 
Artículo 473.- Procedencia de la revisión. La Corte Suprema podrá reveer 
extraordinariamente las sentencias firmes en que se hubiere condenado a 
alguien por un crimen o simple delito, para anularlas, en los siguientes 
casos: 
a) Cuando, en virtud de sentencias contradictorias, estuvieren sufriendo 
condena dos o más personas por un mismo delito que no hubiere 
podido ser cometido más que por una sola; 
b) Cuando alguno estuviere sufriendo condena como autor, cómplice o 
encubridor del homicidio de una persona cuya existencia se 
comprobare después de la condena; 
c) Cuando alguno estuviere sufriendo condena en virtud de sentencia 
fundada en un documento o en el testimonio de una o más personas, 
siempre que dicho documento o dicho testimonio hubiere sido 
declarado falso por sentencia firme en causa criminal; 
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d) Cuando, con posterioridad a la sentencia condenatoria, ocurriere o se 
descubriere algún hecho o apareciere algún documento desconocido 
durante el proceso, que fuere de tal naturaleza que bastare para 
establecer la inocencia del condenado, y 
e) Cuando la sentencia condenatoria hubiere sido pronunciada a 
consecuencia de prevaricación o cohecho del juez que la hubiere 
dictado o de uno o más de los jueces que hubieren concurrido a su 
dictación, cuya existencia hubiere sido declarada por sentencia 
judicial firme. 
Las cinco causales de la revisión chilena son similares a las existentes en nuestro 
ordenamiento jurídico procesal penal ecuatoriano, por lo que añadir comentarios a ello sería 
reiterar lo anteriormente expuesto. 
 Ley de Enjuiciamiento Criminal en España 
Respecto de la revisión en el Derecho Procesal Penal español el jurista Juan Luis Gómez 
Colomer, en su obra “La revisión en el proceso penal español”, expresa: 
“La revisión penal es posible en seis casos, taxativamente fijados. Cuatro de 
ellos se encuentran en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, otro en la Ley 
Procesal Militar española de 1989, y el último en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional español de 1979: 
a) Contradictoriedad de sentencias: Según el artículo 954-1 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, procede la revisión "cuando estén sufriendo condena 
dos o más personas, en virtud de sentencias contradictorias, por un mismo 
delito que no haya podido ser cometido más que por una sola". 
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El hecho, delito en la incorrecta terminología del motivo, por el que dos o más 
personas distintas sufren condena debe ser el mismo. Lo que ocurre es que las 
sentencias, además de distintas, son tan contrapuestas que forzosamente una da 
a entender la inocencia de uno o de varios de los condenados. 
b) Supervivencia de la víctima en un homicidio: Según el artículo 954-2 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, procede la revisión "cuando estén 
sufriendo condena alguno como autor, cómplice o encubridor del homicidio de 
una persona cuya existencia se acredite después de la condena". 
La doctrina está de acuerdo en considerar que la condena debe haber sido por 
homicidio en grado de consumación (delito hoy competencia del Jurado). La 
ley presume entonces que para condenar a una persona por ese delito, habrá 
sido determinante en el proceso la desaparición de la supuesta víctima, que 
aparece viva y demuestra la injusticia de la resolución. 
c) Condena por falsedad u otro delito: En virtud del artículo 954-31 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, procede igualmente la revisión "cuando esté 
sufriendo condena alguno en virtud de sentencia, cuyo fundamento haya sido 
un documento o testimonio declarados después falsos por sentencia firme en 
causa criminal, la confesión del reo arrancada por violencia o exacción, o 
cualquier hecho punible ejecutado por un tercero, siempre que los tales 
extremos resulten también declarados por sentencia firme en causa seguida al 
efecto. A estos fines podrán practicarse todas cuantas pruebas se consideren 
necesarias para el esclarecimiento de los hechos controvertidos en la causa, 
anticipándose aquellas que por circunstancias especiales pudieran luego 
dificultar y hasta hacer imposible la sentencia firme, base de la revisión". 
Esta causa clásica de revisión, originariamente prevista tan sólo para el 
submotivo de documentos falsos y ampliada a los demás en 1899, aparece 
plenamente justificada, porque la sentencia de condena ha sido obtenida 
mediando delito, lo que significará la absolución del condenado en el juicio 
rescisorio. 
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d) Nuevos hechos o pruebas: Permite el artículo 954-41 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, introducido en 1933, la revisión penal "cuando 
después de la sentencia sobrevenga el conocimiento de nuevos hechos o de 
nuevos elementos de prueba, de tal naturaleza que evidencien la inocencia del 
condenado". Este motivo, de particular relevancia e incidencia práctica en lo 
penal, ya que es el más alegado, significa que los hechos o medios de prueba 
que fundan la revisión tienen que haber sobrevenido o revelarse después de la 
sentencia de condena, siendo como consecuencia de ello evidente la inocencia 
del condenado (ejemplo típico: La retractación de un testigo). Esto significa 
que no es posible obtener la revisión cuando el hecho nuevo o la prueba nueva 
justifican sólo una pena menos grave, aunque hay alguna jurisprudencia que no 
se muestra tan determinante. 
e) Duplicación de sentencias: El artículo 328-5 de la Ley Procesal Militar 
permite acudir igualmente a la revisión penal, "cuando sobre los propios 
hechos hayan recaído dos sentencias firmes y dispares dictadas por la misma o 
por distintas jurisdicciones". 
f) Inconstitucionalidad de la ley penal: Conforme al artículo 40.1 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, la sentencia que declare la 
inconstitucionalidad de una ley penal permite revisar las sentencias penales 
firmes y condenatorias fundadas en dicha norma, tanto para obtener una 
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1.8.3 El Recurso de Revisión en el Derecho Nacional 
El  Recurso  de Revisión en nuestro ordenamiento jurídico penal de acuerdo a lo expuesto 
por el jurista nacional el Dr. Ricardo Vaca Andrade, quien cita al autor colombiano Dr. 
Hernando  Devis Echandía, es: 
“un recurso excepcional que viene a fijarle una limitación a la definitividad e 
inmutabilidad de la cosa juzgada…es un verdadero proceso puesto que el 
anterior ha concluido con sentencia ejecutoriada, a pesar de denominársele 
recurso extraordinario, y procede en los casos expresamente señalados en la ley 
procesal…en que faltaron los elementos esenciales para la garantía de la 
justicia. Esto se presenta cuando la sentencia ha sido producto del fraude, la 
violencia, la colusión o el cohecho, cuando después de pronunciada se 
recobran piezas decisivas retenidas por fuerza mayor o por obra de la parte 
favorecida, cuando hubo colusión u otra maniobra fraudulenta de las partes en 
perjuicio de terceros”. 40 
Tal como se advierte del texto del Art. 360 del actual Código de Procedimiento Penal, se 
trata de un recurso extraordinario que procede por causales expresamente contempladas en 
la ley, y, conforme el Art. 359 ibídem, contra sentencias pasadas en autoridad de cosa 
juzgada.  
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no especificada, pág. 132 
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1.8.4 Efectos del Recurso de Revisión en el Derecho Nacional 
Nuestro recurso de revisión tiene como efecto dejar sin efecto las nulidades insanables, las 
que se describen en  el Art. 360   del Código de Procedimiento Penal, entendiéndose por  
“nulidades insanables”, según expresa el procesalista brasileño Dr. Julio Fabbrini Mirabete, 
en su obra “Proceso Penal”, lo siguiente: 
“La revisión penal sólo puede prosperar cuando haya nulidad insanable en el 
proceso o error judicial. Por tal error la ley comprende la sentencia basada en 
prueba falsa, la desautorizada por nueva prueba que enfrenta el texto expreso 
de la ley y la contraria evidencia de los autos. Pero a pesar del carácter taxativo 
del artículo 621 (en nuestro caso el Art. 360 del Código de Procedimiento 
Penal) mediante una decisión en que se juzga procedente la revisión tendiente a 
alterar la clasificación de la infracción, la absolución del condenado, modificar 
la pena o anular el proceso, teniendo como único impedimento la imposibilidad 
de agravar la pena impuesta por la decisión cuestionada. En caso que el 
condenado por la justicia sea absuelto, desde luego o alterarse la clasificación 
del delito o modificar la pena aplicada”.41 
El  efecto  principal del recurso de revisión en nuestro ordenamiento jurídico es, si bien 
afecta a la inmutabilidad de la cosa juzgada, ataca a una sentencia condenatoria (pero en 
nuestro caso, no a la sentencia absolutoria o aquella en la que se ha ratificado la inocencia 
del acusado), producto del fraude, la violencia, la colusión o el cohecho; o cuando después 
de pronunciada se recobran piezas decisivas retenidas por fuerza mayor o por obra de la 
parte favorecida, cuando hubo colusión u otra maniobra fraudulenta de las partes en 
perjuicio de terceros. 
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1.9 La Acción Extraordinaria de Protección  
Según el Art. 94 de la Constitución, que no define  a esta acción, pero señala cuándo 
procede: “La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos   
definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos   reconocidos en la 
Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. 
El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición 
de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del 
derecho constitucional vulnerado.” 
De acuerdo a la norma transcrita, la acción extraordinaria de protección es un medio de 
impugnación de una sentencia definitiva que tenga el efecto de cosa juzgada, en la cual se 
violó  por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución. 
La característica fundamental, es que es una acción nueva en nuestro procedimiento, ya que 
ninguna garantía constitucional procedía contra las resoluciones judiciales legalmente 
emitidas. 
 
1.9.1 Procedencia de la Acción Extraordinaria de Protección 
Para que proceda la acción extraordinaria de protección se requiere lo siguiente, debiendo la 
Sala admitirlo en el plazo de diez días para verificar lo siguiente, de acuerdo al inciso 2º del 
Art. 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: 
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1. Que exista un argumento claro sobre el derecho violado y la relación directa e 
inmediata, por acción u omisión de la autoridad judicial, con independencia de los 
hechos que dieron lugar al proceso; 
2.  Que el recurrente justifique argumentadamente, la relevancia constitucional del 
problema jurídico y de la pretensión; 
3. Que el fundamento de la acción no se agote solamente en la consideración de lo 
injusto o equivocado de la sentencia; 
4. Que el fundamento de la acción no se sustente en la falta de aplicación o errónea 
aplicación de la ley; 
5. Que el fundamento de la acción no se refiera a la apreciación de la prueba por parte 
de la jueza o juez; 
6. Que la acción se haya presentado dentro del término establecido en el artículo 60 de 
esta ley; 
7. Que la acción no se plantee contra decisiones del Tribunal Contencioso Electoral 
durante procesos electorales; y, 
8. Que el admitir un recurso extraordinario de protección permita solventar una 
violación grave de derechos, establecer precedentes judiciales, corregir la 
inobservancia de precedentes establecidos por la Corte Constitucional y sentenciar 
sobre asuntos de relevancia y trascendencia nacional. 
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1.9.2 Análisis de las causales de admisibilidad 
Que exista un argumento claro sobre el derecho violado y la relación directa e 
inmediata, por acción u omisión de la autoridad judicial, con independencia 
de los hechos que dieron lugar al proceso; 
Respecto de la causal primera como toda impugnación, debe existir un  argumento claro 
sobre el derecho violado y la relación directa e inmediata, por acción u omisión de la 
autoridad judicial, con independencia de los hechos que dieron lugar al proceso. 
El jurista argentino Dr. Fernando de la Rúa, al tratar la falta de claridad de un argumento de 
un medio de impugnación, señala:  
“El recurrente  debe explicar con fundamentos jurídicos la razón de su aserto 
dando razón de cada una de las violaciones que imputa a la decisión indicando 
en qué consiste la transgresión, es decir, la falsedad, el error o la violación 
cometida, rebatiendo las motivaciones legales del fallo, determinando en forma 
clara y concreta cuál es la violación alegada o demostrando la aplicación 
errónea o porqué causa la sentencia incurre en la infracción que se le 
atribuye”.42 
En el caso que los argumentos sean insuficientes, de conformidad al inciso antepenúltimo 
del Art. 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional se 
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  DE LA RÚA, Fernando: (1986) El Recurso de Casación en el Derecho Positivo Argentino. 
Buenos Aires, Víctor P. De Zavalía editor, pág. 467. 
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declarará la inadmisibilidad, se archivará la causa y devolverá el expediente a la jueza, juez 
o tribunal que dictó la providencia y dicha declaración no será susceptible de apelación. 
En el caso que la acción se declara admisible, se procederá al sorteo para designar a la jueza 
o juez ponente, quien sin más trámite elaborará y remitirá el proyecto de sentencia, al pleno 
para su conocimiento y decisión. 
Que el recurrente justifique argumentadamente, la relevancia constitucional 
del problema jurídico y de la pretensión; 
De acuerdo al Art. 58 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, lo que se ha violado en la sentencia es un derecho constitucional y el debido 
proceso en las sentencias, autos definitivos, y resoluciones con fuerza de sentencia, en los 
que se haya violado por acción u omisión los derechos reconocidos en la Constitución. 
Desde mi punto de vista, una sentencia debe haber violado no sólo un derecho 
constitucional, sino que, además, los derechos consagrados en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, en concordancia con lo dispuesto en el número 1 del 
Art. 3 de la Constitución de la República, en concordancia con el articulo 426 ibídem, ya 
que el Estado, como deber primordial, debe garantizar sin discriminación alguna el efectivo 
goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales. 
Los derechos constitucionales son el catálogo de derechos reconocidos por la Constitución 
de la República y que, generalmente coinciden con los derechos humanos consagrados en 
los instrumentos internacionales ratificados por el Ecuador.  
En relación al debido proceso, el jurista brasileño Paulo Henrique dos Santos Lucon, señala 
en su obra “Debido proceso legal sustancial”, que: 
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 “el debido proceso legal procesal y sustancial representa el núcleo central de 
la integración del binomio derecho y proceso y procura dar el máximo de 
eficacia a las normas constitucionales para el efectivo control de los actos de 
poder  de la igualdad sustancial de las partes en el proceso”.43 
Que el fundamento de la acción no se agote solamente en la consideración de 
lo injusto o equivocado de la sentencia; 
Si lo injusto o equivocado de la sentencia no afecta los derechos constitucionales en los 
términos de la causal anterior, lo injusto o equivocado de una sentencia  es materia de otros 
recursos, pero, en caso alguno procede la acción extraordinaria de protección. No puede 
transformarse a esta acción en una tercera instancia. 
 
Que el fundamento de la acción no se sustente en la falta de aplicación o 
errónea aplicación de la ley; 
La falta de aplicación o errónea aplicación de la ley es una causal de casación, pero en caso 
alguno con ella se violan los derechos humanos. El problema de estas causales es su 
precisión, porque si no se han aplicado las normas del debido proceso, procedería la acción. 
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Que el fundamento de la acción no se refiera a la apreciación de la prueba por 
parte de la jueza o juez; 
Según el jurista chileno Dr. Emilio Rioseco Enríquez:  
La valoración de la prueba radica en que  “el juez no tiene iniciativa alguna en 
cuanto a los hechos del juicio, su decisión se basa exclusivamente en los que 
han acreditado las partes y sólo puede esclarecerlos, pero no puede sentar un 
hecho que las  partes no probaron y derivar de él efectos de derecho”.44 
La errónea apreciación de la prueba es materia de Casación y a ella, se refiere el Dr. Jorge 
Zavala Egas, cuando expresa que ésta: 
 “Es una violación directa de la norma jurídica que impele a valorar la prueba 
de los hechos en una forma distinta a la que ha efectuado el juez, la misma que 
guía al juez a la violación, ya no directa, mas sí indirecta, de la norma 
sustancial (…) Nuestra Ley acepta el error en la valoración de la prueba 
exclusivamente cuando haya sido producto de la violación de normas jurídicas 
que la regulan. Debe haber, pues, expresa legislación positiva sobre el valor de 
determinada prueba para que la causal proceda; mientras que la objetividad de 
la prueba, el criterio sobre los hechos que estableció el juez de instancia, su 
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grado persuasivo, no pueden ser alterados por la Corte Suprema al fallar sobre 
el recurso de casación. Este es el verdadero alcance de la causal tercera”.45 
Atendido que se trata de una causal de Casación, mal se  podría por defectos en la 
apreciación de la prueba, susceptible de casación, admitirse como causal de la acción 
extraordinaria de protección que tiene fines absolutamente diferentes a las que genera la 
casación.  
Que la acción se haya presentado dentro del término establecido en el artículo 
60 de esta ley; 
En el caso de esta acción, existe un plazo fatal para interponerla y, si no se interpone dentro 
del plazo fatal que hay para ello, el derecho se extingue por caducidad. El referido art. 60 de 
la LOGJCC destaca: “El término máximo para la interposición de la acción será de veinte 
días contados desde la notificación de la decisión judicial a la que se imputa la violación del 
derecho constitucional, para quienes fueron parte; y, para quienes debieron serlo, el término 
correrá desde que tuvieron conocimiento de la providencia”. En consecuencia, resultan 
plenamente aplicables respecto de esta materia el aforismo romano que constituye principio 
general del derecho: “actioni semel extincta non reviviscit”,  es decir, “la acción una vez 
extinguida no revive”. 
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Que la acción no se plantee contra decisiones del Tribunal Contencioso 
Electoral durante procesos electorales; y, 
Esta causal plantea expresamente una prohibición legal que deja en evidencia, que la acción 
extraordinaria de protección no procede contra las decisiones del  Tribunal Contencioso 
Electoral durante procesos electorales. 
Que el admitir un recurso extraordinario de protección permita solventar una 
violación grave de derechos, establecer precedentes judiciales, corregir la 
inobservancia de precedentes establecidos por la Corte Constitucional y 
sentenciar sobre asuntos de relevancia y trascendencia nacional. 
Esta acción, al igual que las demás garantías constitucionales, tiene también una función 
uniformadora de la jurisprudencia, la cual está constituida por el conjunto de decisiones 
expedidas por la Corte Constitucional  y se caracteriza por ser vinculante pudiendo incluso 
corregir los precedentes judiciales. 
 
1.9.3 Características de la Acción Extraordinaria de Protección 
El jurista nacional Dr. José García Falconí, en su obra “La Corte Constitucional y la acción 
extraordinaria de protección en la nueva Constitución Política del Ecuador”, señala que las 
características de la acción extraordinaria de protección, son las siguientes: 
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Sencillez: Esto es la mayor o menor complejidad del procedimiento. 
Rapidez: Mayor o menor duración del proceso. 
Efectividad: Es una combinación de las dos anteriores, pero hay que tener en 
cuenta que se orienta al resultado del proceso. 
46
 
Puede agregarse como característica también, que se trata de una acción extraordinaria, ya 
que procede solamente una vez que se cumplen las causales contempladas en el Art. 62 de 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  
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1.9.4 La Acción Extraordinaria de Protección o su equivalente en el Derecho 
Comparado y sus efectos. 
Acción de Amparo Constitucional de Argentina: No procede contra las 
resoluciones emanadas de  un órgano del Poder Judicial. 
Recurso de protección de la República de Chile: No procede contra las 
resoluciones emanadas de  un órgano del Poder Judicial. 
Acción de amparo constitucional de la República de El Salvador: En El 
Salvador se introdujo la acción de amparo constitucional, según consta del 
Art. 37 de la Constitución de 1886. De acuerdo con el artículo 12 de la Ley de 
Procedimientos Constitucionales de El Salvador, La acción de amparo 
procede contra toda clase de acciones u omisiones de cualquier autoridad, 
funcionario del Estado o de sus organismos descentralizados, que viole 
aquellos derechos (los que otorga la Constitución Política) u obstaculicen su 
ejercicio.  
No procede contra sentencias definitivas, salvo las sentencias definitivas 
pronunciadas por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte 
Suprema que violen aquellos derechos u obstaculicen su ejercicio. 
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1.9.5 Efectos de la Acción Extraordinaria de Protección en el Derecho 
Nacional 
El efecto de la acción extraordinaria de protección, es restablecer el imperio del derecho 
violentado por una decisión judicial, dejando sin efecto los arbitrios cometidos en el 
pronunciamiento judicial y que violaron los derechos constitucionales y humanos de una 
persona y los principios del debido proceso. Si en virtud de la sentencia recaída en la acción 
y que dejó sin efecto la sentencia contra la cual se accionó y se hubiere privado 
injustamente de libertad a una persona, deberá otorgársele inmediatamente la libertad al 
afectado, quien estará facultado para demandar su reparación integral. Sin embargo, no 
existe un procedimiento adecuado para ello, lo que es el principal objeto de estudio de la 
presente investigación y que se  propondrá en el capítulo final, tomando en consideración la 
legislación comparada sobre la materia. 
 
1.10      La Indemnización por Error Judicial 
1.10.1 Concepto de Indemnización 
Para el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua indemnizar es  resarcir de 
un daño o perjuicio.
47
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Dentro del vocablo “indemnización”, de acuerdo al Art. 1572 de nuestro Código Civil, en el 
vocablo daño se comprende el daño emergente y el lucro cesante que, en otras palabras, 
abarcan las dos formas posibles de la disminución del patrimonio, causadas por el 
incumplimiento del contrato o por la culpa del causante del daño. 
La indemnización cumple una función altamente reparatoria. Actúa como una técnica 
jurídica de “vuelta al equilibrio”,  buscando enjugar el detrimento soportado por el 
“damnificado” restablecer la situación de que gozaba antes de sufrir un daño injusto que no 
tenía el deber de soportar pasivamente.  
Según los  civilistas argentinos Dres. Gabriel  Stiglitz, y Carlos Echevesti: “el ordenamiento 
jurídico busca a través de la indemnización restaurar el interés humano contra el que se ha 
atentado. Persigue un propósito de igualación: restablecer el equilibrio patrimonial, “quitar 
el daño”, neutralizando el pasivo injustamente producido por la víctima y desplazándolo 
hacia el responsable...”.48 
En consecuencia, el fundamento de la indemnización: reside en un imperativo de justicia, ya 
que en este caso, quien fue víctima del error judicial en una sentencia condenatoria, sufre 
agravio, debiéndosele restituir al estado anterior el daño que se le causó producto del error 
contenido en la sentencia condenatoria que fue revocada o modificada. 
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1.10.2 Clases de Indemnización 
Según los juristas argentinos Dres. Juan Carlos Boragina y Jorge Alfredo Meza: 
“el daño se perfilaría como un detrimento que sufre la persona en sus bienes vitales o en su 
patrimonio. Ello así, y dado que el Código Civil únicamente reconoce dos categorías de 
daños, patrimonial,  y moral, para esta postura habrá daño patrimonial cuando el menoscabo 
se produzca sobre bienes susceptibles de apreciación económica y daño moral cuando se 
afecten bienes que tienen para la persona un valor precipuo”.49 
El daño material o patrimonial está compuesto por: el daño emergente, es decir, por el 
perjuicio concreto sufrido en la persona y/o sus bienes y el lucro cesante, que en otras 
palabras es aquello dejado de percibir como consecuencia del daño sufrido. La 
determinación del daño patrimonial tiene por finalidad acotar la extensión de la 
indemnización de perjuicios a que un daño imputable de origen. 
En términos generales, puede decirse que el daño emergente, es el empobrecimiento real y 
efectivo del patrimonio que ha sufrido el daño; en tanto que el lucro cesante es la utilidad 
que en virtud del daño se ha dejado de percibir.  
Es muy importante destacar que la indemnización de perjuicios busca reparar el daño 
sufrido, tanto el daño emergente como el lucro cesante, pero en ningún caso puede 
convertirse en una instancia de lucro para el afectado. El daño, en consecuencia, siempre 
debe ser cierto exigiéndose cautela al momento de demandar indemnización de perjuicios, 
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en orden a acreditar de manera sólida aquellas partidas que se cobran, ya que se 
indemnizarán sólo aquellos daños acreditados. 
Respecto del daño moral, la doctrina comúnmente define al daño moral en una forma 
excluyente, como  contraposición al daño material o patrimonial, por esta razón los juristas 
franceses, los hermanos Henry y León Mazeaud y André Tunc, señalan que: “el daño moral 
es el que no tiene relación de modo alguno con el patrimonio, y causa tan solo un dolor 
moral a la víctima”.50 
En cuanto al daño moral, éste  reviste naturaleza resarcitoria persiguiendo la reparación de 
los padecimientos anímicos y espirituales sufridos en ocasión de un determinado 
acontecimiento no pudiéndose considerar identificable con el daño psíquico o psicológico. 
Como daño inferido a la persona ha de apreciarse en lo que representa como alteración de la 
salud, no limitada al aspecto físico. 
 
1.10.3 Daños emanados del Error Judicial en el Derecho Comparado 
En el derecho comparado concurren todos los daños a que se hizo referencia en el numeral 
anterior, es decir, el daño material, el lucro cesante y el daño moral, siendo  destacables los 
montos de las indemnizaciones existentes en el extranjero, como ocurre en la Comunidad 
Europea, en donde la indemnización por día de privación de libertad asciende a 250 euros, 
siendo destacable, como se señaló anteriormente, la condena del Tribunal Europeo de 
                                                     
50
  MAZEAUD, Henry y León; TUNC, Andrél; (1961) Tratado Teórico y Práctico de la 
Responsabilidad Civil Delictual y Contractual. Buenos Aires. Editorial Jurídica Europa – 
América (EJEA), Tomo I, pág. 424. 
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Derechos Humanos a la justicia española por fijar la suma de 150 euros por cada día de 
privación  de libertad sufrida por una persona privada de libertad por una sentencia 
condenatoria que fue revocada o modificada. 
El art. 78 de la constitución de la República, señala en su parte pertinente como derecho de 
las víctimas “…se adoptaran mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin 
dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, 
rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado (…)” 
A vía de ejemplo destacable es la indemnización contenida en la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en el caso TIBI vs. Ecuador, que expresa: 
“14. El Estado debe pagar la cantidad total de €148.715,00 (ciento cuarenta y ocho 
mil setecientos quince euros) por concepto de indemnización de daño material, en los 
términos de los párrafos 235 a 238 de la presente Sentencia, distribuida de la 
siguiente manera: 
a) a Daniel Tibi, la cantidad de €57.995,00 (cincuenta y siete mil novecientos 
noventa y cinco euros), en los términos de los párrafos 235, 236, 237.b, 237.c, 
237.d y 238 de la presente Sentencia; 
b) el Estado debe devolver al señor Daniel Tibi los bienes incautados al momento de 
su detención, en el término de seis meses contados a partir de la presente 
Sentencia. De no ser ello posible, el Estado deberá entregarle la suma de 
€82.850,00 (ochenta y dos mil ochocientos cincuenta euros) en los términos de 
los párrafos 237.e y 238 de la presente Sentencia; y 
c) a Beatrice Baruet, la cantidad de €7.870,00 (siete mil ochocientos setenta euros), 
en los términos de los párrafos 237.a y 238 de la presente Sentencia. 
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15.   El Estado debe pagar la cantidad total de €207.123,00 (doscientos siete mil 
ciento veintitrés euros), por concepto de indemnización del daño inmaterial, en 
los términos de los párrafos 244 a 250 de la presente Sentencia, distribuida de la 
siguiente manera: 
a) a Daniel Tibi, la cantidad de €99.420,00 (noventa y nueve mil cuatrocientos 
veinte euros), en los términos de los párrafos 244 a 246, 249 y 250 de la 
presente Sentencia; 
b) a Beatrice Baruet, la cantidad de €57.995,00 (cincuenta y siete mil 
novecientos noventa y cinco euros), en los términos de los párrafos 247, 248 
y 250 de la presente Sentencia; 
c) a Sarah Vachon, la cantidad de €12.427,00 (doce mil cuatrocientos 
veintisiete euros), en los términos de los párrafos 247, 248 y 250 de la 
presente Sentencia; 
d) a Jeanne Camila Vachon, la cantidad de €12.427,00 (doce mil cuatrocientos 
veintisiete euros), en los términos de los párrafos 247, 248, 250 y 275 de la 
presente Sentencia; e) a Lisianne Judith Tibi, la cantidad de €12.427,00 (doce 
mil cuatrocientos veintisiete euros), en los términos de los párrafos 247, 248, 
250 y 275 de la presente Sentencia; y 
f) a Valerian Edouard Tibi, la cantidad de €12.427,00 (doce mil cuatrocientos 
veintisiete euros), en los términos de los párrafos 247, 248 y 250 de la 
presente Sentencia. 
16. El Estado debe pagar al señor Daniel Tibi la cantidad total de €37.282,00 (treinta 
y siete mil doscientos ochenta y dos euros), por concepto de las costas y gastos 
en que incurrieron en el proceso interno y en el procedimiento internacional ante 
el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, en los 
términos de los párrafos 268 a 270 de la presente Sentencia. 
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17. El Estado debe cumplir sus obligaciones de carácter pecuniario mediante el pago 
en euros. 
18. Los pagos por concepto de daño material, inmaterial y costas y gastos 
establecidos en la presente Sentencia no podrán ser afectados, reducidos o 
condicionados por motivos fiscales actuales o futuros, en los términos del 
párrafo 277 de la presente Sentencia. 
19. El Estado deberá cumplir las medidas de reparación y de reembolso de gastos 
dispuestos en la presente Sentencia, dentro del plazo de un año contado a partir 
de la notificación de ésta, salvo cuando se fijan plazos distintos. 
20. Supervisará el cumplimiento íntegro de la presente Sentencia. El caso se dará por 
concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en 
el presente fallo. Dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación 
de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un primer informe sobre las 
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En resumen, de acuerdo a la sentencia invocada, la indemnización consistió en lo 
siguiente:  
 
 Daño material…………………………………...€ 148.715,00  
 Daño inmaterial………………………………… € 207.123,00 
 Costas del proceso……………………………… €   37.282,00 
     TOTAL……………………………………………..  € 393.120,00 
 
El monto total al que se condenó al Estado de Ecuador en el caso Tibi,  fue el de  € 
393.120,00 (TRESCIENTOS NOVENTA Y TRES MIL CIENTO VEINTE EUROS), es 
decir: € 393.120,00  x 1,32   = US$ 518.918,40 (QUINIENTOS DIECIOCHO MIL 
NOVECIENTOS DIECIOCHO DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMÉRICA con 40/100) 
Si el señor  Tibi, hubiese recurrido a los procedimientos existentes en nuestro ordenamiento 
jurídico, no habría percibido ni el 5% de la suma fijada por la mencionada Corte. 
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1.10.4 Daños emanados del Error Judicial en el Derecho Nacional 
En el derecho nacional, según se expuso anteriormente si se toma en consideración la 
indemnización por cada día de privación de libertad existente en Europa, puede advertirse 
que la indemnización existente en el Art. 416 del Código de Procedimiento Penal, es 
irrisoria, y a la que se hizo expresa referencia en las páginas 37 y siguientes, punto 1.7., que 
se solicita respetuosamente tenerlo por íntegramente reproducido a fin de evitar innecesarias 
repeticiones.  
1.10.5 El Derecho a la reparación emanado del Recurso de Revisión 
El derecho a reparación emanado del recurso de revisión, se regula en los Arts. 416 y 
siguientes del Código de Procedimiento Penal; y, al que se ha hecho referencia 
anteriormente, con una indemnizaciones irrisorias donde se presume de derecho que, dentro 
de ellas, se entiende incorporado el daño moral. Indemnización a la que se hizo 
anteriormente referencia, en donde se dejó de manifiesto el abuso que se comete por parte 
del Estado contra las personas que han sido erróneamente privadas de libertad. 
 
1.10.6 El Derecho a la reparación emanado de la Acción Extraordinaria de 
Protección. 
Aunque constitucionalmente se mencione el derecho a la reparación integral, como se 
señaló anteriormente, no existen precedentes judiciales en los cuales se haya fijado una 
indemnización adecuada, debiendo los afectados recurrir a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos para que se les haga justicia, siendo varias las sentencias en donde se ha 
condenado al Ecuador a millonarios pagos por abusos cometidos en contra de las personas.  
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Hay que recordar que la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, establece en los artículos 18 y 19 ibídem, la reparación integral y 
económica, al señalar lo siguiente:  
“La reparación por el daño material comprenderá la compensación por la 
pérdida o detrimento de los ingresos de las personas afectadas, los gastos 
efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter 
pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del caso. La reparación 
por el daño inmaterial comprenderá la compensación, mediante el pago de 
una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en 
dinero, por los sufrimientos y las aflicciones causadas a la persona afectada 
directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para 
las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las 
condiciones de existencia del afectado o su familia. La reparación se 
realizará en función del tipo de violación, las circunstancias del caso, las 
consecuencias de los hechos y la afectación al proyecto de vida. 
En la sentencia o acuerdo reparatorio deberá constar expresa mención de las 
obligaciones individualizadas, positivas y negativas, a cargo del destinatario 
de la decisión judicial y las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 
deben cumplirse, salvo la reparación económica que debe tramitarse de 
conformidad con el artículo siguiente. 
La persona titular o titulares del derecho violado deberán ser necesariamente 
escuchadas para determinar la reparación, de ser posible en la misma 
audiencia. Si la jueza o juez considera pertinente podrá convocar a nueva 
audiencia para tratar exclusivamente sobre la reparación, que deberá 
realizarse dentro del término de ocho días. 
Art. 19.- Reparación económica.- Cuando parte de la reparación, por 
cualquier motivo, implique pago en dinero al afectado o titular del derecho 
violado, la determinación del monto se tramitará en juicio verbal sumario 
ante la misma jueza o juez, si fuere contra un particular; y en juicio 
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contencioso administrativo si fuere contra el Estado. De estos juicios se 
podrán interponer los recursos de apelación, casación y demás recursos 















2 MARCO METODOLÓGICO 
 
2.1 Modalidad de Investigación 
La modalidad de este trabajo de investigación se basó en una investigación de carácter 
científico para determinar las deficiencias del procedimiento indemnizatorio una vez que se 
revoque o modifique una sentencia por un recurso de revisión o una acción extraordinaria 
de protección, a fin que no se determinen indemnizaciones que son indignas de un Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia que como deber primordial debe garantizar los 
derechos humanos y aplicar directa e inmediatamente las normas constitucionales o 
internacionales de derechos humanos que más favorezcan al afectado.   
 
2.2 Tipo de investigación Jurídica 
La presente investigación, se basó fundamentalmente en un trabajo ampliamente 
investigativo, jurídico comparativo y jurídico propositivo, utilizando la investigación de 
legislación tanto nacional como comparada, recurriéndose a la doctrina, esencialmente 
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comparada, que contemplan el error judicial y la forma de indemnización, dejando 
constancia que no existen acciones similares contra las sentencias judiciales en el derecho 
comparado, marcando la Acción Extraordinaria de Protección un hito en esta clase de 
impugnaciones, la cual por ser reglamentada en exceso impide que sea utilizada como una 
tercera instancia. 
 











Abogados encuestados en libre ejercicio de la 
ciudad de Ambato 
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Entrevista a 3 autoridades 
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2.4 Métodos, técnicas e instrumentos de recolección de datos  
2.4.1 Métodos 
 Método  deductivo  Este método se aplicó analizando la legislación, la doctrina y 
jurisprudencia tanto nacional como comparada, realizándose, principalmente,  
mediante  las  técnicas  de  aplicación  de las  normas  jurídicas  generales  a  casos 
concretos especialmente en lo que hace relación con el error judicial. 
 Método  inductivo: Con este método se  consideró  una serie de fenómenos o  
conocimientos particulares, relacionados con el error judicial para  llegar  a  
conclusiones generales. Este método  inductivo se  ha instrumentado en base al texto 
de las normas que rigen los medios de impugnación de una sentencia condenatoria 
revocada o modificada. 
 Método  analógico  o  comparativo: Con base a este  método pudo extraerse las 
ventajas y desventajas de nuestro sistema de contratación pública comparado con los 
de Brasil, Chile y Perú, lo que permitió un análisis integral de todos ellos. 
 Método analítico: gracias a la aplicación de este método se puso énfasis en las 
deficiencias y ventajas que existen en materia de error judicial. 
 Método  Sintético: Aplicando todo lo relacionado con el error judicial en el derecho 
nacional como el comparado, se llegó a un todo concreto. 
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2.4.2 Técnicas de Investigación. 
a) Encuesta: Las técnicas utilizadas se centraron en una encuesta practicada a 
cincuenta abogados en libre ejercicio. 
b) Entrevista: Se procedió a entrevistar a tres autoridades de la provincia de 
Tungurahua. 
c) Fichas nemotécnicas: A través de esta técnica se ha podido identificar los textos o 
tratados emanados de diversos autores que se refieren al tema. 
d) Fichas bibliográficas: Esta técnica debe necesariamente aplicarse atendido que el 
tema se encuentra ampliamente tratado en la doctrina, legislación y jurisprudencia 
comparada. 
e) Observación: Que se la realizó directamente a las personas-objeto de la encuesta y 
la entrevista. 
 
Linkografía: entendida como la sección de la bibliografía dedicada a los enlaces (links, 






Entrevista al Dr. José Cabrera,  Fiscal Provincial de Tungurahua  
1.-  ¿Qué acciones proceden contra una sentencia ejecutoriada que incurra en 
error judicial? 
Conforme a la legislación ecuatoriana encontramos que procede el Recurso de Revisión y la 
Acción Extraordinaria de Protección.     
El recurso de Revisión no es nuevo existe desde antes, de cualquier sentencia que se crea no 
está ajustada a derecho o que se haya cometido un error de hecho que es la mala 
interpretación de las pruebas, que pueda acudir el accionante  y reclamar su interés a que se 
haga justicia.  
En cuanto a la  Acción Extraordinaria de Protección, como dije, esta figura es nueva para 
nuestra legislación. A lo mejor, lo que se quiera es precautelar la justicia o será que es una 
intromisión en la justicia, será de hacer un análisis, de que se está entrometiendo en la 
justicia un órgano que no es de la justicia.  
En el caso de Colombia, sobre el Recurso de Revisión está en el mismo de Casación. En 
cambio, en nuestra legislación contempla diferente, está en otro articulado al de Casación, 
art. 349 CPP cuando en la que se hubiera violado la ley, ya por contravención expresa de su 
texto, por indebida aplicación, o por errónea interpretación. Parecería que es el mismo Art 
360 de interpretación pero no es errónea interpretación. 
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2.- ¿Cuándo procede el recurso de revisión? 
En los casos que señala el Código de Procedimiento Penal, en el Art. 360  
3.- ¿Cuándo procede la acción extraordinaria de protección? 
La Constitución de la República contempla esta nueva figura, lo encontramos en el Art 94 
que dice: La acción extraordinaria de protección procede contra sentencias o autos 
definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la 
Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se 
hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos 
que la falta de interposición de estos recursos no fueran atribuibles a la negligencia de la 
persona titular del derecho constitucional vulnerado. La Acción Extraordinaria de 
Protección es similar a la Casación, estamos hablando de debido proceso. Y cuando se 
hubiere violado la ley, no se cumplió con el debido proceso.    
 4.-  ¿Cuál es la diferencia entre el recurso de revisión y la acción extraordinaria de 
protección? 
Las diferencias fundamentales que encuentro es: primero, en cuanto al procedimiento en 
que el Recurso de Revisión  procede ante la Corte Nacional de Justicia. Mientras que la 
Acción Extraordinaria de Protección, procede ante la Corte Constitucional. 
La otra diferencia es que el Art. 360 CPP señala específicamente en el Recurso de Revisión: 
6 causales, que están perfectamente determinados. En tanto que, en el Art. 94 de la 
Constitución para la Acción Extraordinaria de Protección se indica de forma general cuando 
haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, no especifica 
cuáles son los derechos pero si están en la misma Constitución.  
La sustanciación como ya se dijo, el Recurso de Revisión es ante la Corte Nacional de 
Justicia, el otro ante la Corte Constitucional. 
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5.-    ¿Existe algún procedimiento para cobrar una indemnización al Estado por error 
judicial? 
Los Arts. 416 y siguientes del Código de Procedimiento Penal refieren el procedimiento. 
Sin embargo cabe decir que, cada caso es diferente. Es bastante subjetivo el poder 
determinar los valores por indemnización, depende de que se haga un análisis de que es lo 
que sufrió esa persona, afectación al patrimonio, el aspecto moral, los gastos en que ha 
incurrido, lo que pudo haber ganado, el daño emergente y lucro cesante.   
6.-   En caso de privación de libertad judicial ¿procede la indemnización por daño 
moral en el caso del recurso de revisión? 
El Art. 360 número 4 dice: cuando se demostrare que el sentenciado no es responsable del 
delito por el que se lo condenó. En ese caso, una vez que resuelva la Corte Nacional de 
Justicia podría fundamentarse la reparación.  
7.- ¿Existe algún procedimiento para cobrar indemnización al Estado por error 
judicial mediante acción extraordinaria de protección? 
No, tiene que hacerse ante el mismo Tribunal que dictó la sentencia  tiene que reclamarse 
para seguir la indemnización.  
8.- ¿Son adecuadas las indemnizaciones estatales o hay que demandar indemnización 
ante la Corte Internacional de derechos humanos? 
Primero hay que agotar las instancias nacionales, es decir los reclamantes deben acudir a las 
instancias judiciales. Y una vez que, no hayan sido atendidos pueden ir a las instancias 
internacionales como la Corte Interamericana de los Derechos Humanos.  
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9.-   ¿Conoce de casos en que el Ecuador ha sido condenado en la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en que el Estado ha debido indemnizar a 
las víctimas? 
Hay el caso de los Hermanos Restrepo, Consuelo Benavides, el caso Tibi, entre los más 
conocidos.  
10.-  ¿Son expeditos los procedimientos en que se demanda al Estado para cobrar 
indemnizaciones por error judicial? 
Esto no conozco, la tramitación corresponde a los juzgados. Es difícil precisar el cómo se 
lleven los casos. 
11.- ¿Qué norma debería complementarse para que se establezca un procedimiento 
indemnizatorio en los casos de haber condenado erróneamente a una persona 
privándosela de libertad?   
Estimo que debería insertarse un nuevo inciso final al numeral 9º del Art. 11 de la 
Constitución, en el cual se determine las pautas para fijar la indemnización y un 
procedimiento específico, breve y sumario, que deba ser conocido por una Sala de la Corte 
Nacional de Justicia, fijándose como mínimo un monto por cada día de privación de 
libertad, o, como se hace en ciertos países como Chile, que para fijar el monto de la 
indemnización a toma en consideración la remuneración mensual de un ministro de Corte, 
por cada mes y fracción que haya permanecido privada de libertad.  
12.-  A  modo de conclusión 
Lo relacionado con el Error jurídico, es un asunto que debe tratarse con pinzas, toda vez 
que, hasta dónde podemos saber si hay error o desconocimiento del Juez, se supone que este 
es una persona versada en el derecho, éticamente responsable. Por ello, es bastante 
subjetivo.  
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Lo cierto es que, el Estado debe responder cuando hay abuso establecido. Quien va a 
discutir en el caso de los Hnos. Restrepo o de la profesora Consuelo Benavidez, los 
procedimientos que se utilizaron para detener al señor Tibi.   
En legislaciones como Estados Unidos o Europa el Estado se hace responsable, hay mayor 
definición en cuanto a asumir la responsabilidad. En el caso de Ecuador el Estado puede 
repetir en contra del juez o de quien haya cometido el error mediante la repetición.  
La persona que ha sufrido  el menoscabo en su integridad, su moral, su economía, lo que 
quiere es el resarcimiento del daño causado. Y, ese sentido debe ser más rápido. El Estado 
debe buscar canales adecuados para responder antes de llegar a organismos internacionales.   
Los cambios que se están aplicando en la administración de la justicia –al menos- en el 
campo Penal se ha avanzado bastante desde el Código de Procedimiento Penal del 2000, 
llevamos casi 13 años, que si bien no es perfecto. Pero los términos son menores, las 
audiencias tienen celeridad. Las reformas son necesarias para ir ajustando y convirtiéndose 
en un proceso eficaz y eficiente. Lo que hace falta es que el país tenga más tecnología, más 
investigadores policiales con mecanismos ajustados a nuestra realidad.  
La observación e interpretación de las pruebas es de vital importancia y deben ser precisas 






Entrevista al Dr. Francisco Rivera Mancero,  Ex Director Provincial del Consejo 
Nacional de la Judicatura en Tungurahua 2008-2011. Catedrático de la Universidad 
Indoamérica-Sede Ambato.   
1.-   ¿Qué acciones proceden contra una sentencia ejecutoriada que incurra en error 
judicial? 
Las acciones que proceden contra las sentencias ejecutoriadas, en primer lugar tenemos 
dentro del orden ordinario de los recursos o la impugnación en materia penal procede el 
Recurso de Revisión. Es decir que, este Recurso según lo señala nuestro Código de 
Procedimiento Penal y la Ley Orgánica de Control, que en primer lugar el requisito es que 
la sentencia se encuentre ejecutoriada. En segundo lugar, que exista prueba suficiente como 
para demostrar que algún inocente ha sido condenado injustamente. En tercer lugar, que 
exista una aplicación errónea, evidente en cuanto a la identidad o a los datos de los 
procesados o que quien se creyere afectado apareciere como que no es afectado por la 
conducta dolosa  de quien fue indebidamente enjuiciado a través de la justicia ordinaria. 
Esto se puede proponer después de ejecutoriada la sentencia dentro de los siguientes diez 
años, según señala la propia ley.  
En el otro caso, cuando se ha agotado todo lo que significa la tramitación procesal dentro 
del sistema judicial ecuatoriano, se habilita para que los afectados puedan concurrir a 
cualquiera de los tribunales internacionales que el Estado Ecuatoriano tiene suscrito los 
convenios o ratificados dichos convenios. En nuestro caso, el de mayor tradición y más 
eficiente ha sido la Corte Interamericana de los Derechos Humanos cuyo trámite procede en 
dos instancias:  
Primero, formular la correspondiente denuncia en contra del Estado Ecuatoriano  ante la 
Comisión  Interamericana  de los Derechos Humanos que tiene su sede en Washington, la 
misma que luego del análisis correspondiente recomienda a la Corte Interamericana que está 
en San José de Costa Rica se inicie el proceso en contra del Estado Ecuatoriano.    
82 
 2.- ¿Cuándo procede el recurso de revisión? 
El Recurso de Revisión procede básicamente cuando posterior a una sentencia ejecutoriada, 
que siempre será este el requisito fundamental, aparecen pruebas que demuestren 
claramente la inocencia del condenado o del sentenciado, o cuando la identidad de quien 
haya sido sentenciado y condenado injustamente no sea aquella a la que se le sometió a la 
persona sometida a un proceso.   
El Recurso de Revisión, es un Recurso vertical que se impone o que se presenta contra el 
juez o el tribunal, más bien dicho, que dictó la sentencia  que se encuentra debidamente 
ejecutoriada.  
3.- ¿Cuándo procede la acción extraordinaria de protección? 
La Acción Extraordinaria de Protección tiene dos ámbitos de aplicación, la primera que 
podríamos llamar preventiva; y, la segunda que podríamos llamar remediadora o 
modulativa. 
La Acción Extraordinaria de Protección Preventiva, es para evitar que se consuma algún 
acto de autoridad pública e inclusive de personas o  entidades privadas  en contra de los 
ciudadanos que violen sus garantías.  
Mientras que la Acción Extraordinaria de Protección Remediadora o Modulativa, sería la 
que se presente contra los actos ejecutoriados de la administración pública o contra las 
sentencias que evidentemente se hayan dictado rompiendo las reglas  de la Constitución y la 
ley.     
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4.-  ¿Cuál es la diferencia entre el recurso de revisión y la acción extraordinaria de 
protección? 
El Recurso de Revisión es un recurso ordinario, que está contemplado en el procedimiento 
del ordenamiento jurídico nacional.  Es decir, está contemplado, por ejemplo en materia 
penal en el Código de Procedimiento Penal, en materia Tributaria en el Código Tributario y 
las leyes tributarias. 
En cuanto a la Acción extraordinaria de Protección, es una figura nueva en la legislación 
nacional. Y esta se aplica para proteger a los ciudadanos contra los tribunales y jueces que 
hayan dictado sentencias que estén evidentemente violando las garantías y los derechos 
constitucionales.  
5.- ¿Existe algún procedimiento para cobrar una indemnización al Estado por error 
judicial? 
En el Ecuador, el Error Judicial se viene incorporando a la legislación constitucional desde 
1998, que fue la primera vez que esa Constitución recogió el tema del Error Judicial. Y, a 
partir de ahí, dentro de nuestro estado han existido ya varios casos, en que los jueces de 
último nivel o última instancia al ejecutar un fallo han ordenado que el Estado Ecuatoriano 
proceda a indemnizar o pagar. Se lo hace a través del Presidente de la República, que es el 
representante legal  del Estado; y, del Procurador General del Estado. Ellos tienen a su vez, 
que ejecutar las sentencias cuando se trata de indemnizaciones por intermedio de las 
Secretarías correspondientes. Que en este caso le corresponde al Ministerio de Finanzas, el 
pago de las indemnizaciones.   
En cuanto a las sentencias de Tribunales Internacionales, existen también un sistema de 
coacción o coactivo mediante inclusive el embargo de bienes nacionales ordenado podría 
ser por la Corte Interamericana de los Derechos Humanos o cualquier otro Tribunal que sea 
reconocido por el Estado Ecuatoriano.  
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6.- En caso de privación de libertad judicial ¿procede la indemnización por daño 
moral en el caso del recurso de revisión? 
En este caso, el daño moral más bien está en el orden del fuero particular de las personas, no 
es un tema de acción pública a mí entender.  Por lo tanto, sobre este tema de la privación de 
libertad, que está ordenada por un juez, realmente a mi criterio no obedece a una 
indemnización.  
7.-  ¿Existe algún procedimiento para cobrar indemnización al Estado por error 
judicial mediante acción extraordinaria de protección? 
Por disposición del Principio General de Ejecutoriedad, toda orden judicial debe ser 
cumplida por el Estado y por los particulares. El procedimiento es mediante la ejecución de 
la sentencia, y que puede ser inclusive aplicado el sistema coactivo, es decir mediante la 
fuerza, que significa el embargo, el remate de bienes. Ya henos tenido algunas sentencias, 
especialmente aquellas que se han dictado en contra del Ministerio de Educación; y, en 
contra del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. Con este tipo de acciones, han sido 
obligadas las autoridades o el Estado en general a su cumplimiento. 
8.-  ¿Son adecuadas las indemnizaciones estatales o hay que demandar indemnización 
ante la Corte Internacional de derechos humanos? 
No existe una tabla fijada por el Estado Ecuatoriano para las indemnizaciones, ni siquiera 
en las leyes generales, salvo el caso de las leyes sociales, y el Código del Trabajo donde 
existe una tabla de indemnizaciones, que por analogía en algunos casos se puede aplicar.  
Sin embargo, a nivel internacional funciona lo que se llama el Sistema de Precedentes. Por 
decir algo, en el caso Restrepo, Consuelo Benavídez, Tibi ya la Corte Interamericana ha 
fijado un valor de indemnización económica. Pero la reparación de la víctima, de los daños 
causados   a las víctimas no solamente es económica, también es moral, se obliga a cierto 
tipo de ejecución de actos públicos para resarcir el buen nombre y el honor de las personas 
que han sido perseguidas o que han sido víctimas de delitos de lesa humanidad.  
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9.-  ¿Conoce de casos en que el Ecuador ha sido condenado en la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en que el Estado ha debido indemnizar a 
las víctimas? 
Ya los mencioné entre los más conocidos. 
10.-  ¿Son expeditos los procedimientos en que se demanda al Estado para cobrar 
indemnizaciones por error judicial? 
Hasta la presente fecha solamente se conoce, me parece  de dos casos en que los 
expedientes que se han propuesto en contra del Estado para Indemnización por Error 
judicial han sido condenados por la Corte Interamericana. Sin embargo, hasta ahora el 
Estado Ecuatoriano no ha ejercido el Derecho de Repetición del pago, que sería la 
contrapropuesta o la contrapartida ante la responsabilidad estatal.  
La responsabilidad contractual y extracontractual que establece la Constitución, por decir un 
caso, en el tema Tibi, sobre la prisión indebida y el juzgamiento de este señor que luego 
murió en Francia su país de origen, sabemos que fue un juez de Guayaquil el que dictó y le 
tuvo detenido ilegalmente más de 18 meses, el Estado Ecuatoriano terminó pagando la 
indemnización, pero no sabemos que ese juez haya sido  obligado a restituir al erario 
nacional el valor que pagó el Estado. 
11.-  ¿Qué norma debería complementarse para que se establezca un procedimiento 
indemnizatorio en los casos de haber condenado erróneamente a una persona 
privándosela de libertad?   
Debería modificarse la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
reglamentando adecuadamente la reparación integral del afectado y estableciendo montos 
racionales para que el privado de libertad sea indemnizado conforme los parámetros 
internacionales 
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12.-   A  modo de conclusión 
Con la experiencia que hemos tenido con estos cuatro años de vigencia de la nueva 
Constitución, debe existir una limitación a la Acción Extraordinaria de Protección, puesto 
que, es una ventana demasiado amplia-abierta para que se acojan en todos los casos y bajo 
cualquier circunstancia los ciudadanos que creyeren que van a ser afectados o son afectados 
en sus garantías. Si debería existir una limitación a esta facultad que tenemos. Pero también 
es importante, que el Estado Ecuatoriano, y en este caso la Función Judicial tenga órganos 
especializados en materia Constitucional, es decir, así como tenemos jueces civiles, 
laborales, inquilinato, penales, debemos tener jueces Constitucionales dedicados 
exclusivamente a estos temas. 
Lo otro, en cuanto al Error Judicial,  no tenemos un procedimiento expedito para hacer 
efectivo esta garantía, yo creo que deberíamos aplicar el sistema de audiencias. Es decir, 
con una audiencia de  reclamo o formulación de cargos, una audiencia de prueba y 
valoración y finalmente la resolución. De tal forma, que los derechos de las personas no 
vuelvan a ser vulnerados o revictimizados con este procedimiento ulterior a una sentencia 
que contiene un error judicial.  
Hay que acortar los plazos con algún tipo de probable amenaza de sanción a los jueces que 
no cumplan dentro de los plazos los procedimientos  correspondientes.  
No tenemos la estadística exacta pero cerca de unas 48 mil causas están represadas en la 
Corte y que realmente se tramitará dentro de los próximos 10 o 20 años. De tal forma que, 
no debe ser el tema de la Constitución ni los Derechos de la Ley de Garantías una letra 
muerta sino  debería ser un procedimiento expedito, que efectivamente  permita el acceso de 
los justiciados y los justiciables ante las cortes.  
La sociedad debería organizarse a través de organismos de derechos públicos, a través de 
veedurías ciudadanas para exigir el cumplimiento de las garantías que la Constitución y la 
ley establecen; y, en este caso específico, yo creo que es una tarea por parte de los 
organismos de derechos humanos el impulsar una reforma a través de la Defensoría del 
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Pueblo o a través de la iniciativa de los legisladores sobre el tema del procedimiento. Un 
procedimiento especialísimo debería haber en cuanto al Error Judicial y a la Indemnización 
del Estado que debe incluir algo relacionado inclusive con una especie de tabla o 
señalamiento de valores que el Estado debería pagar, y de qué manera va a ejercer la Acción 













Entrevista al Dr. Luis Ulpiano Morales Solís, Ex Asambleísta de Tungurahua 2009-
2013. 
1.-     ¿Qué acciones proceden contra una sentencia ejecutoriada que  incurra en error 
judicial? 
La acción extraordinaria de protección y el recurso de revisión 
2.-   ¿Cuándo procede el recurso de revisión? 
Está expresamente contemplado en el Código de Procedimiento Penal. 
3.- ¿Procede la acción extraordinaria de protección? 
Al cambio de la nueva Corte Nacional de Justicia en lugar de la Corte Suprema  de Justicia 
se genera de acuerdo al Art. 94 de la Constitución de la República una nueva instancia que 
es la Corte Constitucional. Esta Acción Extraordinaria  de Protección que está impidiendo la 
celeridad de la Justicia procede contra  toda sentencia ejecutoriada, cualquiera que fuere la 
instancia.  
Cuando hay una sentencia de primera instancia que no ha tenido apelación por ninguna de 
las partes, esa Acción Extraordinaria de Protección se puede  presentar pasados los tres días 
en que se ejecutoría la sentencia. No es necesario que llegue a la tercera instancia o a la 
segunda instancia y al  Recurso de Casación o de Hecho que va a la Corte Nacional de 
Justicia.  
Esta Acción para mí, siendo constitucional, no es buena porque no permite la celeridad de la 
justicia y se accede para demorar  en el proceso de culminación de un proceso legal.    
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4.-  ¿Existe algún procedimiento para cobrar una indemnización al Estado por error 
judicial? 
No se ha establecido ningún procedimiento. Pero, el Error Judicial cabe no  contra el Estado 
sino contra el Juez que lo dictó. En caso de que fuera contra el  Estado especialmente en lo 
que tiene que ver con procedimiento de Privación de la libertad o con la Ley Penal porque 
ahí el Error Judicial puede afectar  ineludiblemente a la persona que ha manifestado contra 
la libertad  por haber sufrido una sentencia o una condena sin haber tenido responsabilidad 
y luego  pueda demostrar que no fue el autor, cómplice o encubridor  de ese hecho.  
Entonces si procede, pero más bien por el Derecho de Repetición contra un  juez pero 
primero puede ser contra el Estado. No siempre estas causas pueden  ser de carácter 
internas, es decir en el Estado, puede ser ante la Comisión   Interamericana de Derechos 
Humanos a ante la Corte Interamericana de  Derechos Humanos. 
En sí, no existe un procedimiento expreso para cobrar la indemnización al  Estado, al menos 
al interior del Ecuador.   
5.-   En caso de privación de libertad judicial ¿procede la indemnización por daño 
moral en el caso del recurso de revisión? 
Procede el daño moral si indebidamente e injustamente sin haber logrado con  convicción 
de que el que está detenido fuere el autor, cómplice o encubridor de un hecho delictivo por 
el cual ha sido sancionado ilegítimamente y se comprueba esa ilegitimidad o esa falta de 
probidad en la resolución si puede haber el Derecho a un  Daño Moral. Por ejemplo si a una 
persona le privan de la libertad por un hecho que no cometió. A más de la privación de la 
libertad ocasionan un daño moral al afectado y a la familia.   
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6.-  ¿Existe algún procedimiento para cobrar indemnización al Estado por error 
judicial mediante acción extraordinaria de protección? 
La Acción Extraordinaria de Protección no establece cuantías ni indemnizaciones, lo que si 
establece son responsabilidades o liberación de responsabilidad. Luego de eso, mediante 
una acción civil procedería el reclamo al Estado respecto de una indemnización porque toda 
injusticia está plagada también de un daño económico.   Si alguien está detenido un año, no 
ha podido trabajar, producir, ha causado gastos, angustias a familiares, etc. Eso, si tiene el 
derecho el afectado de solicitar una indemnización.  
7.- ¿Son adecuadas las indemnizaciones estatales o hay que demandar indemnización 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos? 
Hay que demandar ante la Corte Internacional de Derechos humanos en casos extremos 
cuando el Estado haya abusado de su poder en contra de las personas. Pero en el tema 
interior, existiendo, y de así serlo independencia de la justicia, si procede esos reclamos.  
8.-  ¿Conoce de casos en que el Ecuador ha sido condenado en la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en que el Estado ha debido indemnizar a 
las víctimas? 
En el momento en que se instaló la “Pichi Corte” hubo un Despido Intempestivo si cabe el 
término, en la destitución ilegitima de los ministros de la Corte Suprema de Justicia. Y la 
Corte Interamericana de los Derechos Humanos obligó al Estado Ecuatoriano a indemnizar 
a los ministros jueces de ese entonces.   
9.- ¿Son expeditos los procedimientos en que se demanda al Estado para cobrar 
indemnizaciones por error judicial? 
Sin querer hilar muy fino, yo pienso que deben ser expeditos porque si no se comprueba el 
daño, la afectación que tiene una persona para llegar a cobrar esas indemnizaciones, ¿cómo 
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se puede demostrar que el Estado tiene que pagar?. Tienen que ser expeditos, bien 
fundamentados. Pero más le corresponderá al Estado tener esa facilidad del reclamo en 
contra de los funcionarios tanto más que existe el derecho de repetición del Estado hacia el 
funcionario que aplicó mal una administración de justicia.  
10.- ¿Qué norma debería complementarse para que se establezca un procedimiento 
indemnizatorio en los casos de haber condenado erróneamente a una persona 
privándosela de libertad?   
Cualquiera que mejore la pésima normativa actualmente vigente. 
11.- A  modo de conclusión 
En la parte de procedimiento debe ser solemne y sumarialmente más ágiles. Solemnes en el 
caso, que los jueces tengan pleno conocimiento, sean entes capacitados. Y que el Estado 
demuestre con absoluta transparencia el respeto a la independencia  en la aplicación de la 
justicia.  
Respecto a poner límites a la Acción Extraordinaria de Protección, hay que decir la verdad, 
hay intimidación de los jueces a nivel nacional por acoger los preceptos que constan en la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales  y en la Constitución de la República, es por el 
temor a perder el cargo; y, afectan a los ciudadanos. Esa cuestión es ilegítima porque la 
Constitución de la República fue aprobada mediante una Consulta Popular, mediante un 
referéndum, en donde el pueblo dijo, sí estamos de acuerdo con las Acciones de Protección 




2.6.    Encuesta A 50 Abogados de Libre Ejercicio de la Ciudad de Ambato, 
Provincia de Tungurahua. 
PREGUNTA Nº 1 
  




Tabla No. 1   
Alternativas fa Fr 
1.- Recurso de revisión 2 4% 
2.- Acción extraordinaria de protección  1 2% 
3.- Ambos 47 94% 
Total 50 100% 




Gráfico No.  1 
 
 
Interpretación: De los 50 abogados encuestados, un  94%  expresó que contra una 
sentencia condenatoria ejecutoriada que contiene un error judicial proceden la acción 
extraordinaria de protección y el recurso de revisión; 2 abogados señalaron que procede el 








PREGUNTA N° 2:  
¿Cuándo procede el recurso de revisión? 
Tabla No. 2 
Alternativas fa Fr 
1.-  Cuando concurren las causales del Art. 360 
del Código de Procedimiento Penal  46 92% 
2.-  De acuerdo a las causales del Código de Procedimiento  
Penal y del Código de Procedimiento Civil   4 8% 
Total 50 100% 




 Gráfico No.  2 
 
Interpretación: 46 abogados se refirieron sólo al Código de Procedimiento Penal porque 
entendieron la pregunta restringida a la sentencia condenatoria ejecutoriada, 4 abogados 




Cuando procede el recurso de revisión 
1 2
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PREGUNTA Nº 3:  
¿Cree que el recurso de revisión es la vía adecuada para revocar o modificar una 
sentencia condenatoria? 
 
Tabla No. 3   
Alternativas fa Fr 
1.-  SI 23 46% 
2.-  NO 27 54% 
Total 50 100% 




Gráfico No.  2   
 
Interpretación: 23 abogados señalaron que el recurso de revisión es la vía adecuada para 
revocar o modificar una sentencia condenatoria, 27 abogados señalaron que si bien el 
recurso es una vía adecuada éste, aparte de modificar o revocar la sentencia no tiene 
efectividad y que la indemnización por parte del Estado es irrisoria, siendo inconcebible que 
haya topes máximos e irrisorios para las indemnizaciones por parte del Estado  
46% 
54% 
Efectividad del recurso de revisión 
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PREGUNTA Nº 4:  
¿Es adecuada la acción extraordinaria de protección para revocar una sentencia 
condenatoria que contiene un error judicial? 
Tabla No. 4   
Alternativas fa Fr 
1.-  SI 42 84% 
2.- NO   8 16% 
Total 50 100% 
Elaborado por el investigador 
 
 
Gráfico No.  3 
 
Interpretación: 42 abogados señalaron que es adecuada la acción extraordinaria de 
protección, atendido que tiene como efecto el derecho a la reparación integral, razón por la 
cual la indemnización que prosigue a la revocación de la sentencia no tiene las restricciones 
que la procedente en el caso del recurso de revisión; 8 abogados se manifestaron por la 
opción negativa entendiéndose que es difícil interponer esta acción porque ésta tiene un 
plazo fatal para su interposición. 
84% 
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PREGUNTA Nº 5: 
¿Qué recurso o acción estima más ventajoso para las partes, en lo que dice relación en 
cuanto al monto de la indemnización que se puede obtener? 
Tabla No. 5   
Alternativas fa Fr 
1.-  Acción extraordinaria de protección 36 72% 
2.- Recurso de revisión  14 18% 
Total 50 100% 
Elaborado por el investigador 
 
 
Gráfico No.  4   
 
Interpretación: treinta y seis abogados señalaron que gracias a la acción extraordinaria de 
protección, en el caso de ser aceptada, puede lograrse una reparación integral más acorde 
con el principio pro homine; catorce abogados expresaron que prefieren el recurso de 
revisión ante la Corte Nacional de Justicia, porque la interposición del mismo es  más 
prolongada, sin embargo es necesario modificar el procedimiento existente en los Arts. 416 
y siguientes del Código de Procedimiento Penal.  
81% 
19% 




PREGUNTA Nº 6:  
Las normas existentes sobre sobre indemnización emanada de una sentencia 
condenatoria revocada o modificada ¿son dignas de un Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia? 
Tabla No. 6   
Alternativas fa Fr 
1.-  SI 0     0% 
2.- NO 50 100% 
Total 50 100% 




Gráfico No.  5   
 
 
Interpretación: el cien por ciento de los abogados encuestados señalan que el 
procedimiento no tiene relación con un Estado Constitucional de Derechos y Justicia, 
atendido lo dispuesto en el numeral 1º del Art. 3 de la Constitución de la República ya que 
el Estado tiene como deber primordial garantizar los derechos constitucionales y los 
consagrados en normas internacionales de derechos humanos, existiendo una grave 
inconsecuencia cuando en el Código de Procedimiento Penal vigente existen irrisorios topes 
máximos indemnizatorios, que han llevado a muchos perjudicados a recurrir a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
0% 
100% 
Es digno el procedimiento de un Estado  
Constitucional de Derechos y Justicia  
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PREGUNTA Nº 7  
¿Cómo calificaría el procedimiento existente en el Código de Procedimiento Penal 
vigente (Arts. 416 a 418) para cobrar una indemnización al Estado por error judicial? 
Tabla No. 7   
Alternativas fa Fr 
1.-  Pésimo 39 78 % 
2.-  Regular    7 14% 
3.-   Más que regular   4   8% 
5.-  Bueno   0   0% 
6.-  Excelente   0   0% 
Total 50 100% 
Elaborado por el investigador 
 
 
Gráfico No.  6   
 
 
Interpretación: treinta y nueve abogados señalaron que el procedimiento es pésimo, por lo 
engorroso y por lo irrisorio de los parámetros que existen para fijar la indemnización en 
donde no se considera el daño moral; siete encuestados señalaron que es un procedimiento 
regular perfeccionable y, finalmente, cuatro abogados expresaron que es lo único que hay y 
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PREGUNTA Nº 8.-  
Desde el punto de vista constitucional ¿cómo calificaría el procedimiento existente en 
el Código de Procedimiento Penal vigente (Arts. 416 a 418) para cobrar una 
indemnización al Estado por error judicial? 
 
Tabla No. 8   
Alternativas fa Fr 
1.-  Inconstitucional 48  96% 
2.-  Constitucional   2    4% 
Total 50 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico No.  7  
 
Interpretación: cuarenta y ocho abogados expresaron que se trata de una normativa de 
corte capitalista anterior a la Constitución de la República y que no ha sido ajustada a la 
carta fundamental y a los instrumentos internacionales de derechos humanos de 
conformidad al Art. 84 de aquella, ya que no se ajusta al principio pro homine, de 
aplicabilidad directa de la Constitución y los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, lo que es intolerable en un Estado Constitucional de Derechos y Justicia; dos 
abogados señalaron que la norma es compatible con la Constitución de la República. 
96% 
4% 
Constitucionalidad del Procedimiento existente en el Art. 416 
del C.P.P.  
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PREGUNTA Nº 9.- 
¿Qué norma debería complementarse para que se establezca un procedimiento 
indemnizatorio en los casos de haber condenado erróneamente a una persona 
privándosela de libertad?   
 
Tabla No. 9  
Alternativas fa Fr 
1.-  La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y control  
      Constitucional 
 44  88% 
2.-  El Art. 11 Nº 9 de la Constitución 
 
   3    6% 
3.-  El Código de Procedimiento Penal 
 
   2    4% 
4.-  El proyecto de Código Orgánico Integral Penal    1    2% 
Total 50 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico No.  8   
 
Interpretación:  44 abogados encuestados expusieron que sería necesario que en la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional se insertara un título que 
reglamente adecuadamente la reparación integral en materia de error judicial; 3 abogados 
expresaron que sería necesaria una reforma constitucional, 2 que se reformara el 
procedimiento de los Arts. 416 y siguientes del Código de Procedimiento Pena, y 1 que se 




Norma juridica a modificar 
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PREGUNTA Nº 10.- 
 ¿Cómo calificaría el monto de la indemnización que contempla el Art. 416 del Código 
de Procedimiento Penal? 
Tabla 1   
Alternativas fa Fr 
1.-  Vergonzosa e irrisoria 
 
 28 56% 
2.-  Indigna de un Estado Constitucional de Derechos y Justicia 
 
 22  44% 
3.-  Adecuada para la realidad nacional 
 
   0    0% 
Total 50 100% 
Elaborado por el investigador 
 
 
Gráfico No.  9   
 
Interpretación: Se calificó negativamente la indemnización, 28 abogados como 
“vergonzosa e irrisoria, y 22 como indigna de un Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia, lo que implica un común denominador de una indemnización absolutamente ajena 










CAPÍTULO III   
3 MARCO PROPOSITIVO 
Propuesta de modificación de la normativa constitucional, legal y reglamentaria relacionada 
con el procedimiento y la indemnización por error judicial contenidos en una sentencia 
condenatoria que fue reformada o revocada por una acción extraordinaria de protección o 
un recurso de revisión. 
3.1 Propuesta de Modificación  
Modificación de la Ley Orgánica Constitucional de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional 
Considerando: 
1. Que, en el año 2008 entró en vigencia la nueva Constitución de la República del 
Ecuador, en la que se introducen cambios sustanciales y definitivos en el 
reconocimiento de los derechos, el principio de dignidad del ser humano, su sistema 
de protección y en la estructura del Estado Ecuatoriano; 
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2. Que, el Estado es objetivamente responsable por causas de una sentencia 
condenatoria reformada o revocada debiendo reparar integralmente a la persona que 
haya sufrido pena como resultado de tal sentencia; 
3. Que, es indispensable ajustar la normativa legal a las disposiciones constitucionales, 
para garantizar la vigencia de los derechos humanos y de la naturaleza y la 
supremacía constitucional; 
4. Que no existe un procedimiento adecuado en el que se repare integralmente a 
quienes hayan sufrido una pena de privación de libertad como resultado de una 
sentencia condenatoria que fue revocada o modificada por las acciones o recursos 
pertinentes; 
5. Que el procedimiento establecido en los Arts. 416 a 421 del Código de 
Procedimiento Penal, es inconsecuente e inadecuado con los principios en que se 
sustenta el Estado Constitucional de Derechos y Justicia; 
6. Que el Art. 63 de la Ley Orgánica Constitucional de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional en concordancia con lo señalado en el art. 78 de la 
Constitución de la Republica, se refiere al derecho a reparación integral de toda 
persona a quienes se han violado sus derechos constitucionales mediante una 
sentencia judicial. 
En el ejercicio de las facultades constitucionales de las que se halla investida por 
disposición del Art. 120 numero 6 de la Constitución de la República, que la faculta para 
reformar las leyes. 
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ACUERDA: 
Expedir la presente modificación a la Ley Orgánica Constitucional de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
Art. 1.- Deróguese el Título III del Libro V del Código de Procedimiento Penal  
Art. 2.- Deróguese el inciso final del Art. 72 de la Ley Orgánica Constitucional de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y, reemplácese por el 
siguiente: 
“La ejecución de la sentencia se tramitará ante la propia Sala que la pronunció, la 
cual deberá despachar mandamiento de ejecución y embargo contra el Estado ipso 
jure, desde el momento que la sentencia se encuentre ejecutoriada”. 
Art. 3.- Agréguese el siguiente Capítulo XI al Título II de la Ley Orgánica Constitucional 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, pasando los artículos del 
Título III y siguientes a tener una numeración correlativa a continuación de los 








DE LA REPARACIÓN INTEGRAL DE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD POR 
SENTENCIA CONDENATORIA REVOCADA O MODIFICADA POR RECURSO 
DE REVISIÓN O ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE REVISIÓN,  DETENCIÓN 
ARBITRARIA O PROLONGACIÓN INDEBIDA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. 
 
Art. 74.-  Reparación integral de las personas injustamente privadas de libertad por 
sentencia condenatoria modificada por recurso de revisión.-  Cuando la 
Corte Nacional de Justicia, aceptando el recurso de revisión revoque o reforme 
la sentencia recurrida, el injustamente condenado tendrá derecho a una 
indemnización equivalente al 50% de una remuneración básica unificada del 
trabajador en general, por cada día de privación injusta de libertad. 
Art. 75.-  Reparación material del Estado en sentencia recaída en acción 
extraordinaria de protección.- En la audiencia de prueba y resolución, la Sala 
determinará el monto de la indemnización a pagar a la persona afectada por la 
sentencia que generó privación injusta de libertad al afectado, quien tendrá 
derecho a una indemnización equivalente al 50% de una remuneración básica 
unificada del trabajador en general por cada día de privación injusta de 
libertad, sin tener en consideración que el responsable cuente o carezca con los 
bienes suficientes para resarcir al Estado. 
Art. 76.-  Reparación integral de las personas injustamente privadas de libertad por 
detención arbitraria o prolongación indebida de la prisión preventiva.- La 
persona injustamente privada de libertad por detención arbitraria o 
prolongación indebida de la prisión preventiva, tendrá derecho a una 
indemnización equivalente al 50% de una remuneración básica unificada del 
trabajador en general por cada día de privación injusta de libertad. 
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Art. 77.-   Ley más benigna.- la aplicación de una ley más benigna, generará, igualmente la 
indemnización a que se refieren los artículos anteriores, calculada entre la 
fecha de privación arbitraria de libertad y la promulgación de la ley más 
benigna. 
Art. 78.-  Sanción.- Las juezas o jueces que omitan despachar ipso jure el mandamiento de 
ejecución y embargo a que se refiere el inciso final del Art. 72, serán 
sancionados con suspensión del cargo sin goce de remuneraciones, por un 
plazo que no exceda de treinta días.  
En el caso que la jueza o juez incurra en una nueva omisión de las señaladas en 
el inciso anterior, en el lapso de un año, se aplicará la sanción disciplinaria de 
destitución. 
Autorizase al Ministerio de Economía y Finanzas a efectuar las adecuaciones 
presupuestarias necesarias para atender el gasto que demande la aplicación de la presente 
ley. 
Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, en la Sala de Sesiones 









1. El procedimiento contemplado para la indemnización por error judicial cometido en 
una sentencia condenatoria, es absolutamente contrario a los derechos humanos de 
los afectados por cuanto afecta al principio de dignidad del ser humano, que es 
principal característica del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, que señala 
el Art. 1 de la Constitución del 2008. 
 
2. Los montos establecidos en el Art. 416 del Código de Procedimiento Penal, son 
irrisorios, si se los compara con los fijados por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, por lo que el juez al 
establecer dichos montos, debe tener muy en cuenta el considerando el Código 
Orgánico de la Función Judicial, que establece como parte de nuestro ordenamiento 
jurídico “(…) las declaraciones, resoluciones, sentencias, observaciones e informes 
de los comités, cortes, comisiones de los sistemas de protección internacional de 
derechos humanos; y las legislaciones comparadas”.  
 
3. No existe en nuestro ordenamiento jurídico un procedimiento que establezca el modo 
cómo una persona injustamente privada de libertad sea reparada integralmente, sin 
embargo, el primer inciso del considerando del Código Orgánico de la Función 
Judicial, dictada por la Asamblea Nacional y publicada en el Registro Oficial 544 de 
9 de marzo del 2009, para hacer realidad el Estado de Justicia Social, el pleno de la 
Comisión Legislativa y de Fiscalización, consideró: “que, una normativa judicial 
integral, que tenga a las personas y colectividades como sujetos centrales de la 
actuación de las juezas, jueces, fiscales, defensoras y defensores públicos y demás 
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servidores y servidoras judiciales, y que además incorpore los estándares 
internacionales de derechos humanos y de Administración de Justicia, es un 
necesidad impostergable en el Ecuador para la construcción de una sociedad 
profundamente democrática”, cuestión que debe tener en cuenta los jueces al 
momento de la reparación integral de una persona injustamente privada de su 
libertad.   
 
4. El daño moral, no se considera en los montos de las indemnizaciones por error 
judicial, presumiéndose de derecho en el Código de Procedimiento Penal, que se 
entiende incorporado en el exiguo monto que fija el Art. 416 de dicho cuerpo legal; 
más aún como señalo en la tesis, el art. 78 de la Constitución de la Republica, en 
concordancia con los arts. 18 y 19 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, señalan la forma como se debe calcular la reparación integral 
y económica.  
 
5. El Estado Constitucional de Derechos y Justicia, no ha cumplido con el Art. 84 de la 
Constitución, en materia de indemnización por sentencia condenatoria por error 
judicial, revocada o modificada, en el sentido de adaptar las normas a los derechos 
constitucionales y a los instrumentos internacionales de derechos humanos, por lo 
que amerita una reforma de la ley en este sentido, habiendo hecho una propuesta para 







1. Con el objeto de que el Estado cumpla con su deber primordial de garantizar, sin 
discriminación alguna, el efectivo goce de los derechos establecidos en la 
Constitución de la Republica, y en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, es necesario proteger los derechos de los injustamente privados de la 
libertad procurando su reparación integral, tanto más que después del derecho a la 
vida, el principal derecho que tiene un ser humano es el de la libertad. 
 
2. Se recomienda establecer baremos similares a los aplicados en la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y por el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos; recordando que el considerando del Código Orgánico de la Función 
Judicial establece que forma parte de nuestro ordenamiento jurídico, entre otras, las 
resoluciones, sentencias de las Cortes de protección internacional de derechos 
humanos y las  legislaciones comparadas. Aclarando una vez más que, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos establece como base la cantidad de € 250,00 
(doscientos cincuenta euros diarios) como valor de indemnización por detenciones 
arbitrarias que ha sufrido una persona, y personalmente he considerado que en 
nuestro país se debe establecer como baremo el equivalente a un 50% de la 
Remuneración Básica Unificada vigente. 
 
3. La reparación integral en el ordenamiento jurídico ecuatoriano es una norma retórica, 
sin ninguna base jurídica real, lo que amerita velar por los derechos constitucionales 
y humanos de los afectados. Vale recordar que los Arts. 424 al 428, establecen los 
principios de la supremacía de la Constitución y expresamente manifiesta, que las 
110 
normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las 
disposiciones constitucionales y que, en caso contrario carecerán de eficacia jurídica.  
Igualmente dispone que los Tratados Internacionales de Derechos Humanos 
ratificados por el Ecuador que reconozcan derechos más favorables  a los contenidos 
en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder 
público.   La disposición derogatoria en su parte pertinente dispone: “(…) se deroga 
toda norma contraria a esta Constitución. El resto del ordenamiento jurídico 
permanecerá vigente en cuanto no sea contrario a la Constitución” 
 
4. Los baremos adecuados deberán incluir  los daños materiales e inmateriales. 
Aclarando que los Daños Materiales se refieren a los daños y perjuicios que tienen 
dos parámetros: el daño emergente y el lucro cesante. Mientras que los daños 
inmateriales se refiere al daño moral que igualmente tiene dos parámetros, el 
Objetivo y el Subjetivo. Tanto el daño material como el daño inmaterial se 
encuentran regulados en el libro IV del Código Civil, debiendo el operador de justicia 
tener en cuenta además lo dispuesto en los arts. 78 de la Constitución de la 
Republica; y 18 y 19 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional. 
 
5. La Asamblea Nacional debe ajustar la normativa existente a los derechos previstos en 
la Constitución de la República y los tratados internacionales, en lo que dice relación 
con la indemnización por privación ilegítima de libertad, tomando en cuenta como 
reiteradamente he manifestado, que la principal característica del Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia, es el respeto a la dignidad del ser humano, y 
que el derecho a la libertad es el más importante luego del derecho a la  vida. 
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6. Los operadores de justicia del país tienen una misión importante al momento de 
resolver una sentencia sobre reparación por daños materiales e inmateriales, cuando 
se ha violentado arbitrariamente el derecho a la libertad de una persona, que luego de 
interponer el Recurso de Revisión ha sido ratificada su inocencia por existir Errores 
de Hecho, en base a una o más causales del art. 360 del Código de Procedimiento 
Penal; de tal modo que, las ciudadanas y ciudadanos ecuatorianos, especialmente los 
estudiosos de derecho, estaremos a la expectativa de las resoluciones que en esta 
materia se dicten por parte de quienes administran justicia en el país, los cuales 
deberán tener en cuenta lo manifestado en la presente tesios de abogacía. Por lo que, 
recomiendo que la Facultad de Jurisprudencia, Ciencias Políticas y Sociales de la 
Universidad Central del Ecuador creen un observatorio en el cual se analicen las 
sentencias dictadas en todas las materias por los operadores de justicia de nuestro 
país, y muy especialmente las que se refieran al tema del Recurso de Revisión, 
cuando una sentencia penal adolezca de Error Judicial y como consecuencia se haya 
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1.-  ¿Qué acciones proceden contra una sentencia ejecutoriada que incurra en error judicial? 
2.- ¿Cuándo procede el recurso de revisión? 
3.- ¿Cuándo procede la acción extraordinaria de protección? 
4.-  ¿Cuál es la diferencia entre el recurso de revisión y la acción extraordinaria de 
protección? 
5.- ¿Existe algún procedimiento para cobrar una indemnización al Estado por error judicial? 
6.-  En caso de privación de libertad judicial ¿procede la indemnización por daño moral en 
el caso del recurso de revisión? 
7.-  ¿Existe algún procedimiento para cobrar indemnización al Estado por error judicial 
mediante acción extraordinaria de protección? 
8.-  ¿Son adecuadas las indemnizaciones estatales o hay que demandar indemnización ante 
la Corte Internacional de derechos humanos? 
9.-  ¿Conoce de casos en que el Ecuador ha sido condenado en la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en que el Estado ha debido indemnizar a las víctimas? 
10.-  ¿Son expeditos los procedimientos en que se demanda al Estado para cobrar 
indemnizaciones por error judicial? 
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11.- ¿Qué norma debería complementarse para que se establezca un procedimiento 
indemnizatorio en los casos de haber condenado erróneamente a una persona 

















Preguntas Encuesta A 50 Abogados de Ambato 
 
Pregunta Nº 1: ¿Diga qué acciones proceden contra una sentencia ejecutoriada que incurra 
en error judicial? 
Pregunta  N° 2: ¿Cuándo procede el recurso de revisión? 
Pregunta  Nº 3: ¿Cree que el recurso de revisión es la vía adecuada para revocar o modificar 
una sentencia condenatoria? 
Pregunta Nº4: ¿Es adecuada la acción extraordinaria de protección para revocar una 
sentencia condenatoria que contiene un error judicial? 
Pregunta Nº 5: ¿Qué recurso o acción estima más ventajoso para par partes en lo que dice 
relación en cuanto al monto de la indemnización que se puede 
obtener?  
Pregunta Nº6: ¿Las normas existentes sobre sobre indemnización emanada de una sentencia 
condenatoria revocada o modificada ¿son dignas de un Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia? 
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Pregunta Nº 7 ¿Cómo calificaría procedimiento existente en el Código de Procedimiento 
Penal vigente (Arts. 416 a 418) para cobrar una indemnización al 
Estado por error judicial? 
Pregunta Nº 8: ¿Desde el punto de vista constitucional ¿cómo calificaría procedimiento 
existente en el Código de Procedimiento Penal vigente (Arts. 416 a 
418) para cobrar una indemnización al Estado por error judicial? 
Pregunta Nº 9: ¿Qué norma debería complementarse para que se establezca un 
procedimiento indemnizatorio en los casos de haber condenado 
erróneamente a una persona privándosela de libertad?   
Pregunta Nº 10: ¿Cómo calificaría el monto de la indemnización que contempla el Art.                
416 del Código de Procedimiento Penal? 
 
 
